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ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA 

Núm. 55.360 
 

JUZGADO DE 1ª INST. E INSTRUCCIÓN Nº 1 DE ALCAÑIZ 
 

EDICTO 
 
 
D. ALFREDO CASTRO SAURAS, Secretario/a judicial de la Oficina de Subastas, 
HAGO SABER: se ha señalado para el próximo día 15 de NOVIEMBRE DE 2.013 a las 10.00 horas de su 

mañana, en la Oficina de Subastas de esta sede judicial, la subasta del siguiente bien inmueble: 
" finca urbana, solar sito en Híjar, inscrita en el Registro de la Propiedad de Híjar al tomo 578, libro 77, folio 

61, finca registral número 10.990.”  
El valor de tasación de los bienes, a efectos de subasta, es el siguiente: 76.206 Euros 
Los requisitos para tomar parte en la subasta serán los exigidos por los artículos 668 y siguientes de la L.E.C.: 
1º.- Que los licitadores, a excepción del ejecutante, para tomar parte en la subasta, deberán presentar res-

guardo acreditativo de haber depositado en la cuenta de depósitos y consignaciones de este órgano judicial, o de 
haber prestado aval bancario, por el 5 por 100 del valor de tasación de los bienes objeto de la subasta, haciendo 
constar, en su caso, si se hace en nombre de tercero.  

2º.- Que la certificación registral y, en su caso, la titulación sobre el inmueble que se subasta está de manifies-
to en la Oficina judicial sede del órgano de ejecución. 

3º.- Que se entenderá que todo licitador acepta como bastante la titulación existente o que no existan títulos. 
Por el mero hecho de participar en la subasta se entenderá que los postores aceptan como suficiente la titulación 
que consta en autos o que no exista titulación y que aceptan, asimismo, subrogarse en las cargas anteriores al 
crédito por el que se ejecuta, en caso de que el remate se adjudique a su favor. 

4º.- Que las cargas o gravámenes anteriores, si los hubiere, al crédito del actor continuarán subsistentes y 
que, por el sólo hecho de participar en la subasta, el licitador los admite y acepta quedar subrogado en la respon-
sabilidad derivada de aquéllos, si el remate se adjudicare a su favor. 

5ª.- Para tomar parte en la subasta los postores deberán depositar, previamente, en la Cuenta de Depósitos y 
Consignaciones de este Juzgado en la entidad Banesto cuenta nº 0030-1846-42-0005001274 (Beneficiario 4262-
0000-06-0333-12) , el 5 por 100 del valor de la finca a efecto de subasta, devolviéndose las cantidades, una vez 
aprobado el remate, a aquellos que participen en la misma, excepto al mejor postor, salvo que soliciten su man-
tenimiento a disposición del Juzgado para el caso en que el rematante no consignare el resto del precio, debien-
do consignar así mismo en dicho resguardo si, en su caso, las cantidades ingresadas pertenecen en todo o en 
parte a un tercero identificándole adecuadamente.   

6ª.- Desde el anuncio de la subasta hasta su celebración podrán hacerse posturas por escrito en sobre cerra-
do al que se deberá acompañar el resguardo de haber realizado la consignación a que se refiere la condición 
anterior, los cuales serán abiertos al inicio de la subasta, surtiendo los mismos efectos que las que se realicen 
oralmente.  

7ª.- Sólo el ejecutante podrá hacer posturas con la facultad de ceder el remate a un tercero, pudiendo tomar 
parte en la subasta solo cuando existan licitadores, pudiendo mejorar las posturas que hicieren.  

8ª.- Para el caso de que se hagan posturas que no superen al menos el 50 por 100 del valor de tasación o 
aun siendo inferior cubran, al menos, la cantidad por la que se ha despachado ejecución, incluyendo la previsión 
para intereses y costas, no se aprobará el remate salvo que el Tribunal acuerde otra cosa a la vista de las cir-
cunstancias concurrentes en el procedimiento.  

9ª.- El inmueble que se subasta no se puede hacer constar su situación posesoria. 
10ª.- El presente edicto estará expuesto en el tablón de anuncios de este Juzgado y en los lugares públicos 

de costumbre hasta la fecha de celebración de la subasta .  
11ª.- Para el caso de que la notificación del señalamiento al ejecutado resultante infructuoso por encontrarse 

en ignorado paradero, sirva la presente de notificación edictal para el mismo.  
12ª.- En el supuesto que por causa de fuerza mayor no pudiere llevarse a cabo la subasta en el día y hora se-

ñalados, se celebrará el día siguiente hábil.  
Dado en ALCAÑIZ a veintitrés de Septiembre de dos mil trece. Doy fe.-EL/LA SECRETARIO/A JUDICIAL (ile-

gible). 
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ADMINISTRACIÓN LOCAL 

Núm. 55.382 
 

EXCMO. AYUNTAMIENTO DE TERUEL 
 

Contratación 
 
 
Anuncio de información publica relativo al proyecto de obras ordinarias de “Eje de conexión centro Histórico - 

entorno de las canteras”. Proyecto Life+ Teruel 11 Env/ES/515, Recovery of the natural periurban area Las Arci-
llas: Sustainable Environmental Balance Expediente nº 1.274/2013.  

Por parte del Ayuntamiento de Teruel, se está llevando a cabo la tramitación para la aprobación del proyecto 
de obra ordinaria de “Eje de conexión Centro Histórico - Entorno de las Canteras”. Proyecto Life+ Teruel 11 
Env/ES/515, Recovery of the natural periurban area Las Arcillas: Sustainable Environmental Balance, redactado 
por la Arquitecta Dª. Asunción Limiñana Esplá, y cuyo presupuesto asciende a la cantidad de 312.497,44 euros, 
IVA incluido. 

De conformidad con el artículo 345 del Reglamento de Bienes, Actividades, Servicios y Obras de las Entida-
des Locales de Aragón, por el presente anuncio, se somete el citado proyecto a información pública por el plazo 
de quince días hábiles, que comenzarán a contarse a partir del día siguiente al de la publicación de este anuncio 
en el Boletín Oficial de Aragón, sección Teruel, plazo durante el cual, los interesados podrán presentar las alega-
ciones y reclamaciones que se consideren oportunas. 

El proyecto estará a disposición de los interesados durante el plazo de exposición al público, en el Excmo. 
Ayuntamiento de Teruel, Negociado de Contratación, sito en Plaza de la Catedral, 1. 

En Teruel, a 24 de septiembre de 2013.-La Técnico de Contratación, Esperanza Ríos Marín. 
 
 
 

Núm. 55.412 
 

CASTELLOTE 
 
 
Al no haberse presentado reclamaciones durante el plazo de exposición al público, queda automáticamente 

elevado a definitivo el Acuerdo plenario provisional del Ayuntamiento de Castellote, de fecha 30 de julio de 2013, 
sobre la modificación de las siguientes Ordenanzas fiscales cuyo texto íntegro se hace público en cumplimiento 
del artículo 17.4 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de 
la Ley Reguladora de las Haciendas Locales. 

5.- Acuerdo sobre Modificación de Ordenanzas 2/2013: 
* Ordenanza Fiscal número 28 reguladora de la tasa por la celebración de actos en edificios e instalaciones 

municipales: Pabellón polideportivo, Piscinas Municipales y Vallas de toros. 
* Ordenanza General número 36 reguladora de la información y atención al ciudadano y tramitación de proce-

dimientos administrativos por medios electrónicos. 
* Ordenanza municipal 42 reguladora de la apertura de establecimientos para el ejercicio de actividades no 

sujetas a licencia. 
* Ordenanza Fiscal número 13 reguladora de la tasa por ocupaciones del subsuelo, suelo y vuelo de la vía 

pública y terrenos de uso público: Ocupación de terrenos de uso público con mesas, sillas, tribunas, tablados y 
otros elementos análogos con finalidad lucrativa. 

Vista la Providencia de Alcaldía de uno de julio de dos mil trece, sobre expediente de modificación de Orde-
nanzas fiscales 2/2013 y el informe de Secretaría, conforme al artículo 54 del Real Decreto Legislativo 781/1986, 
de 18 de abril, el Pleno del Ayuntamiento de Castellote, previa deliberación y por unanimidad  estando presentes 
la mayoría absoluta de su número legal de miembros, 

SE ACUERDA: 
PRIMERO. Aprobar la modificación de las siguientes Ordenanzas fiscales, en los términos en que figura en el 

expediente y con la redacción que a continuación se recoge: 
«MODIFICACION DE ORDENANZAS FISCALES 2/2013 
* Ordenanza Fiscal número 28 reguladora de la tasa por la celebración de actos en edificios e instalaciones 

municipales: Pabellón polideportivo, Piscinas Municipales y Vallas de toros. 
ARTÍCULO TERCERO - Tarifas 
1. Pabellón polideportivo: 
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Cuando su uso sea requerido por una asociación para el desarrollo de sus actividades no estará sujeta a la 
tasa, sin perjuicio de la obligación de responder por los daños causados, dejarlo en las debidas condiciones 
higiénicas, y suscribir el correspondiente seguro de responsabilidad civil, en su caso. 

Las tarifas por uso del pabellón municipal tienen en carácter de tasa por el uso privativo del edificio municipal. 
- Tarifa 1.- Genérica: 50 euros diarios. 
- Tarifa 2.- Cuando se realicen sesiones de baile: 110 euros diarios. 
2. Piscinas municipales: 
- Abonos familiares, sólo padres e hijos hasta los 12 años inclusive: 
De temporada: 40 euros. 
Mensual: 32 euros. 
- Abonos adulto, desde los 13 años:  
De temporada: 25 euros. 
Mensual: 20 euros. 
- Abonos mayores, desde los 65 años: 
De temporada: 20 euros. 
Mensual: 15 euros. 
- Abonos infantil, desde los 4 hasta los 12 años: 
De temporada: 18 euros. 
Mensual: 15 euros. 
- Entradas: 
Adultos y mayores de 65 años: 5 euros. 
Infantil, desde los 4 años hasta los 12 años: 3 euros. 
Grupos de hasta 10 niños, se exigirá la presencia de 1 monitor obligatoriamente: la entrada infantil (hasta los 

12 años inclusive) será de 2,50 euros y la entrada de adulto (13 años en adelante) será de 4,50 euros cada una. 
Un monitor por cada 10 niños será gratis. 

Cuando el grupo supere los 20 niños se les aplicará un 10 % de descuento sobre la tarifa total. 
6. Vallas de toros: 5 euros por cada valla y día desde su puesta a disposición. Deberán devolver cada valla 

recogida en perfecto estado de uso y conservación, y en caso de destrucción, deterioro o pérdida se harán res-
ponsables directos de los gastos de reposición. 

Ordenanza general nº 36: Reguladora de la información y atención al ciudadano y tramitación de procedimien-
tos administrativos por medios electrónicos. 

INDICE 
Exposición de motivos. 
Título preliminar. Del ámbito de aplicación y los principios generales. 
Título primero. De los modelos de solicitudes, normalización e inclusión de procedimientos.  
Título segundo. Del régimen jurídico de la administración electrónica. 
Capítulo I. De la sede electrónica. 
Capítulo II. De la identificación y autenticación. 
Capítulo III. De la Oficina Virtual. De los registros, las comunicaciones y las notificaciones electrónicas. 
Sección 1ª. De la oficina virtual. 
Sección 2ª. De los registros. 
Sección 3ª. De las comunicaciones y notificaciones electrónicas. 
Título tercero. De la tramitación electrónica de los procedimientos administrativos. 
Disposición adicional primera. Puesta en funcionamiento del Registro telemático. 
Disposición adicional segunda. Aplicación de medidas de accesibilidad de ciertos colectivos. 
Disposición transitoria única .Aplicación de la Ordenanza a los procedimientos en curso. 
Disposición final primera. Entrada en vigor. 
Disposición final segunda. Desarrollo normativo. 
EXPOSICION DE MOTIVOS 
La Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios públicos, consagra la 

relación con las Administraciones Públicas por medios electrónicos como un derecho de los ciudadanos y como 
una obligación correlativa para tales Administraciones, entendiendo por ello que una Administración a la altura de 
los tiempos en que actúa, ha de promover ese derecho de los ciudadanos al uso de las comunicaciones electró-
nicas, debiendo en consecuencia la Administración transformarse en una administración electrónica regida en 
todo momento por el principio de eficacia que proclama el artículo 103 de nuestra Constitución. 

La Ley de acceso electrónico insta al uso de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones en las 
relaciones entre la Administración Pública y los ciudadanos, pudiendo los administrados realizar todas sus ges-
tiones administrativas por medios electrónicos y debiendo las Administraciones ofrecer sus servicios por esta vía.  

De esta nueva situación se percató ya la Ley 30/1992, de 26 de noviembre de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, toda vez que instaba a las Administraciones 
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Públicas a promover la incorporación de técnicas electrónicas, informáticas y telemáticas en el desarrollo de su 
actividad y en el ejercicio de sus competencias, tal y como establece el artículo 45 de la Ley. 

Por otra parte, el artículo 70 bis 3 de la Ley 7/1985, reguladora de las Bases de Régimen Local, en su redac-
ción dada por la Ley 57/2003, de 16 de diciembre, de medidas para la modernización del Gobierno Local estable-
ce que ”asimismo, las Entidades Locales, y especialmente los municipios, deberán impulsar la utilización interac-
tiva de las tecnologías de la información y la comunicación para facilitar la participación y la comunicación con los 
vecinos, para la presentación de documentos y para la realización de trámites administrativos, de encuestas y, en 
su caso, de consultas ciudadanas. 

El uso de las tecnologías en las relaciones entre los ciudadanos y empresas con la Administración Local, im-
plica la necesidad por parte de la Corporación de dotarse de un instrumento normativo que determine los dere-
chos y deberes de los ciudadanos, regulando las condiciones, las garantías y los efectos jurídicos de la utilización 
de medios electrónicos en esta nueva forma de generar relaciones, incorporando además, a través de convenios 
de colaboración con otras Administraciones Públicas, los medios y tecnologías, ya desarrollados por otras Admi-
nistraciones. 

Por último, a fin de lograr la flexibilidad necesaria en un ámbito de continuo desarrollo, la Ordenanza recoge la 
competencia a favor del Alcalde del Ayuntamiento de Castellote para incluir en el ámbito del Registro Telemático 
otros trámites y procedimientos, que en la actualidad se tramitan de modo convencional. 

En su virtud, dispongo: 
DISPONGO 
TÍTULO PRELIMINAR 
Del ámbito de aplicación y los principios generales 
Artículo 1. Ámbito de aplicación. 
La presente Ordenanza será de aplicación: 
1. Al Ayuntamiento de Castellote, sus Organismos Autónomos y entidades vinculadas o dependientes de 

aquella, en tanto éstas últimas ejerzan potestades administrativas. 
2. A los ciudadanos, entendiendo como tales a las personas físicas y jurídicas, cuando utilicen medios elec-

trónicos en sus relaciones con el Ayuntamiento de  Castellote y con el resto de las entidades referidas en el apar-
tado anterior. 

3. A las relaciones con otras Administraciones Públicas. 
Artículo 2. Objeto de la Ordenanza. 
La presente Ordenanza tiene por objeto la determinación de las condiciones y requisitos para la presentación 

y tramitación telemática de los escritos, solicitudes y comunicaciones cuya competencia tenga atribuida el Ayun-
tamiento de  Castellote y los organismos a él adscritos.  

Asimismo se normaliza la creación y regulación de un registro telemático encargado de la recepción y tramita-
ción de dichos documentos. 

Artículo 3. Definiciones. 
Además de las definiciones contenidas en la Ley 59/2003 de 19 de Diciembre, sobre Firma Electrónica, a los 

efectos de la presente Ordenanza serán de aplicación las que se establecen a continuación:  
a) “Registro telemático”: es un registro habilitado para la recepción y remisión electrónica de solicitudes, escri-

tos y comunicaciones relacionados con determinados trámites y procedimientos.  
b) “Oficina Virtual”: portal Web desde el cual, el Ciudadano podrá cumplimentar, firmar y posteriormente regis-

trar telemáticamente de los trámites administrativos publicados por parte del Organismo que la gestione. 
c) “Carpeta del ciudadano”: Es la herramienta que permite al ciudadano acceder a toda la información munici-

pal individualizada y de interés para el administrado, acceder a los servicios de gestión y tramitación de 
expedientes, así como consultar el estado de los trámites realizados por el ciudadano ante la entidad municipal.  

d) "Medios electrónicos": mecanismo, equipo, instalación o sistema de tratamiento de la información que per-
mite producir, almacenar o transmitir datos o información susceptible de incorporarse a un documento electróni-
co.  

e) "Documento electrónico": entidad identificada y estructurada producida por medios informáticos que contie-
ne texto, gráficos, sonido, imágenes o cualquier otra clase de información que puede ser visualizada, editada, 
almacenada, transmitida, extraída e intercambiada entre los usuarios de redes abiertas de telecomunicación co-
mo unidad diferenciada.  

f) "Redes abiertas de telecomunicación": infraestructura de telecomunicación libremente accesible por cual-
quier usuario de los servicios que permiten la transmisión e intercambio de datos y el acceso a la información 
disponible en Internet mediante su conexión a medios informáticos.  

g) "Soporte informático": medio informático en el que es posible grabar y recuperar documentos electrónicos.  
h) "Aplicación": programa o conjunto de programas informáticos que tienen por objeto el tratamiento electróni-

co de la información.  
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i) "Consignación electrónica": sistema o servicio proporcionado por un prestador de esta clase de servicios 
que permite acreditar el momento exacto en que la comunicación de un documento electrónico se produce y se 
accede a él por parte del destinatario. 

Artículo 4. Principios de funcionamiento. 
1. Los principios que rigen las relaciones que mantengan los órganos, unidades y entidades a las que se refie-

re el artículo primero con los ciudadanos y con otras Administraciones Públicas a través de redes abiertas de 
telecomunicación, son los de: simplificación y agilización de los trámites, gratuidad, libre acceso, confidencialidad,   
seguridad, autenticidad, intimidad  y confidencialidad en orden a la identificación de las partes y el objeto de la 
comunicación.  

2. Gratuidad. No obstante, la regla general de gratuidad no excluye la posible exigencia de tasas o precios 
públicos por la prestación de servicios o la tramitación de procedimientos a través de redes abiertas de teleco-
municación, siempre que así se contemple en normas que resulten de aplicación.  

3. Libre acceso. La regla general del libre acceso quedará restringida en los supuestos de peticiones de infor-
mación o de documentación que no hayan sido previamente puestas a disposición del público en la red en aque-
llos casos en que la divulgación de un documento o información pueda afectar a la seguridad pública, al honor, la 
intimidad y seguridad de las personas de acuerdo con la legislación aplicable en materia de archivos, bases de 
datos públicas y protección de datos personales.  

4. Simplificación. Los organismos y entidades, incluidas en el ámbito de aplicación de esta Ordenanza, com-
petentes para la gestión de procedimientos administrativos deberán promover la aplicación del principio de simpli-
ficación en la presentación de escritos y documentos y en la tramitación de los expedientes que se realicen a 
través de redes abiertas de telecomunicación 

5. Intimidad y confidencialidad.  La prestación de los servicios y las relaciones jurídicas a través de redes de 
telecomunicaciones se desarrollarán de conformidad con lo establecido en la Ley 15/1999, Orgánica de Protec-
ción de Datos de Carácter Personal y las disposiciones específicas que regulan el tratamiento automatizada de la 
información, propiedad intelectual y los servicios de la sociedad de la información y, en especial, con respeto a 
las normas sobre intimidad y confidencialidad de las relaciones en los términos establecidos por la legislación. 

Los datos de carácter personal que la Administración obtenga por el solo hecho de que los ciudadanos reali-
cen consultas o reciban información a través de redes abiertas de telecomunicación no podrán formar parte de un 
fichero o base de datos administrativa, salvo autorización expresa del interesado, sin perjuicio de que se puedan 
utilizar datos que no tengan carácter personal con fines estadísticos  

TÍTULO PRIMERO 
De los modelos de solicitudes, normalización e inclusión de procedimientos 
Artículo 5. Modelos de solicitudes. 
Con el fin de hacer efectivo el ejercicio de derechos y acciones y permitir la presentación de solicitudes, escri-

tos y comunicaciones por los interesados referidas a los procedimientos y actuaciones recogidas en el Sistema 
de Información Administrativa (SIA), se crearán y aprobarán modelos normalizados de solicitud, pudiendo iniciar-
se mediante la instancia general, aquellos procedimientos cuya tramitación electrónica no se contempla en la 
actualidad.  

Artículo 6. Normalización e inclusión de procedimientos. 
1. Los Departamentos y organismos públicos comprendidos dentro del ámbito de aplicación de esta disposi-

ción, deberán promover la aplicación del principio de simplificación en la presentación de escritos y documentos y 
en la tramitación de los expedientes que se realicen por vía telemática, evitando a los interesados, siempre que 
sea posible, la aportación de documentos que ya obren en poder del Ayuntamiento de Castellote o del resto de 
Administraciones Públicas. 

2. Igualmente, deberán actualizar permanentemente la información puesta a disposición del público a través 
del portal del Ayuntamiento en relación con los procedimientos susceptibles de tramitación por medios telemáti-
cos, con expresa indicación de la última fecha de actualización en todo caso. 

3. La inclusión de nuevos trámites y procedimientos, así como su modificación, se efectuará por  Resolución 
del Alcalde del Ayuntamiento de Castellote previo informe del responsable del servicio o área correspondiente, 
siéndoles de aplicación lo dispuesto en la presente disposición. 

Las previsiones contenidas en este apartado, serán de aplicación a la firma de convenios de colaboración y 
cooperación con otras administraciones y entidades en materia de administración electrónica y a los procedimien-
tos de comunicación y de relación con otras Administraciones Públicas 

En todo caso, la adopción de nuevos trámites, procedimientos y modelos normalizados o la modificación de 
los actuales será difundida a través de la Sede electrónica del Ayuntamiento de Castellote. 

TÍTULO SEGUNDO 
Del régimen jurídico de la administración electrónica  
CAPÍTULO I 
De la sede electrónica 
Artículo 7. Dirección de la sede electrónica. 
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La sede electrónica es aquella dirección electrónica disponible para los ciudadanos a través de redes de tele-
comunicaciones cuya titularidad y gestión viene atribuida al Ayuntamiento de Castellote. 

          El Ayuntamiento de  Castellote dispone de una  dirección de propósito general: www.castellote.es y otra 
dedicada a la información, atención al ciudadano y a la tramitación de procedimientos administrativos, por medios 
electrónicos: http://castellote.sedelectronica.es 

Artículo 8. Titularidad de la sede. 
1. El establecimiento de la sede electrónica conlleva la responsabilidad del titular respecto de la integridad, ve-

racidad y actualización de la información y los servicios a los que pueda accederse a través de la misma, con 
sujeción a los principios de publicidad oficial, responsabilidad, calidad, seguridad, disponibilidad, accesibilidad, 
neutralidad e interoperabilidad. En todo caso deberá garantizarse la identificación del titular de la sede, así como 
los medios disponibles para la formulación de sugerencias y quejas. 

2. La publicación en la sede electrónica de informaciones, servicios y transacciones respetará los principios de 
accesibilidad y usabilidad de acuerdo con las normas establecidas al respecto, estándares abiertos y, en su caso, 
aquellos otros que sean de uso generalizado por los ciudadanos. 

Artículo 9. Relación de trámites: SIA. 
1. La sede electrónica poseerá un Sistema de Información Administrativa, SIA, donde se recogerá la relación 

actualizada de las solicitudes, escritos y comunicaciones que puedan presentarse telemáticamente. 
2. Asimismo, el Sistema de Información Administrativa, SIA, recogerá los procedimientos administrativos que 

podrán ser iniciados por los Administrados en el Ayuntamiento de Castellote, con indicación del plazo de resolu-
ción y del sentido del silencio administrativo, estando además a disposición del usuario los formularios  corres-
pondientes a dichos procedimientos. 

Artículo 10. Formulación de sugerencias o quejas. 
El Ayuntamiento de Castellote atenderá a través de la red todas reclamaciones y sugerencias que puedan 

formular los ciudadanos, en relación con el funcionamiento de los servicios públicos, peticiones concretas de 
documentación o información que no hayan sido previamente puestas a disposición del público.  

La formulación de reclamaciones y sugerencias, se rige en cuanto a su tramitación por lo dispuesto en el De-
creto 91/2001, de 8 de mayo, del Gobierno de Aragón, por el que se regula la tramitación de sugerencias y que-
jas sobre el funcionamiento de los servicios públicos. 

CAPÍTULO II 
De la Identificación y autenticación 
Articulo 11. Formas de identificación y autenticación. 
1. El Ayuntamiento de Castellote, admitirá, en sus relaciones por medios electrónicos, sistemas de firma elec-

trónica que sean conformes a lo establecido en la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de Firma Electrónica y resul-
ten adecuados para garantizar la identificación de los ciudadanos y, en su caso, la autenticidad e integridad de 
los documentos electrónicos. 

2. Los interesados podrán utilizar para relacionarse con el Ayuntamiento los siguientes sistemas de firma elec-
trónica: 

a) DNI Electrónico. Sistemas de firma electrónica incorporados al Documento Nacional de Identidad, para per-
sonas físicas. 

b) Firma electrónica avanzada. Sistemas de firma electrónica avanzada, incluyendo los basados en certificado 
electrónico reconocido, admitidos por las Administraciones Públicas. 

c) Otros sistemas de firma electrónica, como la utilización de claves concertadas en un registro previo como 
usuario, la aportación de información conocida por ambas partes u otros sistemas no criptográficos, en los térmi-
nos y condiciones que en cada caso se determinen. 

Artículo 12.  DNI electrónico.  
 1. El documento nacional de identidad electrónico es el documento nacional de identidad que acredita elec-

trónicamente la identidad personal de su titular y permite la firma electrónica de documentos. 
2. De conformidad con lo establecido en la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de Firma electrónica, se recono-

ce la eficacia del documento nacional de identidad electrónico para acreditar la identidad del firmante y la integri-
dad de los documentos firmados con los dispositivos de firma electrónica en él incluidos 

Artículo 13. Firma electrónica avanzada y reconocida. 
1. Se considera firma electrónica avanzada la firma electrónica que permite identificar al firmante y detectar 

cualquier cambio ulterior de los datos firmados, que está vinculada al mismo de manera única y a los datos a que 
se refiere y que ha sido creada por medios que el firmante puede mantener bajo su exclusivo control.  

2. Se considera firma electrónica reconocida la firma electrónica avanzada basada en un certificado reconoci-
do y generada mediante un dispositivo seguro de creación de firma, teniendo la misma validez que la firma ma-
nuscrita en relación con los consignados en papel.   
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Artículo 14. Portafirmas. 
1. El Portafirmas es la herramienta destinada a facilitar, a los órganos y unidades administrativas, el uso de la 

firma electrónica reconocida de documentos procedentes de diferentes sistemas de información independientes, 
con la consiguiente agilización de la actividad administrativa. 

2. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 45.5 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídi-
co de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y el artículo 14 del Decreto 
183/2003, de 24 de junio, por el que se regula la información y atención al ciudadano y la tramitación de procedi-
mientos administrativos por medios electrónicos, los documentos electrónicos emitidos por los órganos y unida-
des incluidos en el ámbito de aplicación de la presente Ordenanza y firmados a través del sistema Portafirmas 
gozarán de la validez y eficacia de documentos originales, siempre que quede garantizada su autenticidad, inte-
gridad y conservación.  

3. Corresponde al Ayuntamiento de Castellote la administración del sistema y la conservación de los docu-
mentos firmados a través del mismo, sin perjuicio de la competencia de los órganos que intervienen en el proce-
dimiento en relación con el archivo y custodia de los documentos en soporte papel que obren en su poder y de 
los documentos electrónicos emitidos o recibidos por ellos, conforme a las disposiciones que les sean de aplica-
ción.  

CAPÍTULO III 
De  la Oficina Virtual. De los registros, las comunicaciones y las notificaciones electrónicas 
Sección 1ª De la Oficina Virtual. 
Artículo 15. Oficina Virtual. 
1. El Ayuntamiento de Castellote pone a disposición de los administrados la Oficina Virtual, pudiendo a través 

de la misma presentar solicitudes, escritos y comunicaciones que se realicen por vía telemática, relativos a los 
procedimientos y trámites a los que sea de aplicación la presente Ordenanza. 

La Oficina Virtual tendrá carácter voluntario para los administrados, a excepción de los supuestos de utiliza-
ción obligatoria establecidos por Ley y/o normas de creación de futuros procedimientos electrónicos donde se 
regule la presentación de solicitudes, escritos o comunicaciones a través del  Registro Telemático. 

2. El administrado deberá disponer de un sistema de firma electrónica, conforme a la regulación establecida 
en la presente Ordenanza, tanto para la presentación telemática de documentos como para la firma de los mis-
mos. 

3. De igual modo, la Oficina Virtual permitirá al administrado la subsanación de los trámites iniciados por vía 
telemática, siempre que así sea requerido por el Ayuntamiento. 

Sección 2ª De los Registros 
Artículo 16. Registro Telemático. 
 El Registro tiene por objeto dejar constancia oficial del flujo documental  de las solicitudes, escritos y comuni-

caciones recibidos o remitidos por el Ayuntamiento de Castellote, mediante la práctica de asientos de entrada y 
salida en el sistema registral establecido al efecto.  

Artículo 17. Cómputo de plazos. 
1. La fecha de entrada o salida de los documentos electrónicos en el Registro, acreditada mediante el servicio 

de consignación electrónica de fecha y hora, producirá los efectos que la legislación sobre procedimiento admi-
nistrativo común le atribuya en orden al cómputo de los términos y plazos. 

2. A tenor de lo dispuesto en el artículo 26, de la  Ley 11/2007, el Registro Telemático estará operativo las 
veinticuatro horas del día, todos los días del año, excepto las interrupciones que sean necesarias por razones 
técnicas. 

3. A los efectos de cómputo del plazo fijado en días hábiles o naturales, y en lo que se refiere a cumplimiento 
de plazos por los interesados, habrá que estar a lo siguiente: 

- La fecha y hora de referencia serán las vigentes en el momento de la recepción o salida de la correspondien-
te solicitud, escrito o comunicación. 

- La entrada de solicitudes, escritos y/o comunicaciones recibidas en días inhábiles se entenderán efectuadas 
en la primera hora del primer día hábil siguiente. A estos efectos, constará en el asiento de entrada correspon-
diente la fecha y hora en que efectivamente se ha recibido la solicitud, escrito o comunicación presentada pero se 
indicará en el mensaje de confirmación las cero horas y un minuto del siguiente día hábil. 

- No se dará salida, a través del Registro Electrónico, a ningún escrito o comunicación en día inhábil. 
- Se consideran días inhábiles, a efectos del Registro Telemático, los así declarados en el calendario oficial de 

festividades de la provincia de Teruel. 
Artículo 18. Funcionamiento. 
1. Recepción de documentos. El Registro Telemático de recepción de documentos, emitirá automáticamente 

un justificante de la recepción de los documentos electrónicos presentados, dirigido a la dirección electrónica de 
procedencia, autenticada en nombre del Ayuntamiento de Castellote, dejando constancia del contenido íntegro 
del documento de solicitud presentado y los datos de registro que se le asignen, datos que, como mínimo, serán 
el número de asiento, día y hora de la presentación. 
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 En aquellos casos en que se detecten anomalías de tipo técnico en la recepción electrónica del documento, 
esta circunstancia deberá ser puesta en conocimiento del presentador por parte del propio sistema, mediante el 
correspondiente mensaje de error, a fin de que le conste que no se ha producido válidamente la presentación. 

2. Salida de documentos. El Registro Telemático de salida de documentos, practicará un asiento de salida por 
cada documento telemático que sea remitido en el que se hará constar el número de referencia o registro, la fe-
cha y la hora de emisión, el órgano de procedencia, la persona a la que se dirige, extracto o reseña del conteni-
do.  

3 Inoperatividad del registro. Cuando por razones técnicas se prevea que el registro telemático no podrá estar 
operativo, se deberá informar de ello a los usuarios con la máxima antelación posible y mientras dure esta situa-
ción. 

Artículo19. Gestión de documentos electrónicos. Almacenamiento y custodia. 
1. Los documentos electrónicos que se reciban y transmitan a través del Registro telemático único serán al-

macenados y custodiados en medios o soportes electrónicos por los responsables de la gestión de los servidores 
de dicho Registro.  

Para su almacenamiento podrá utilizarse el mismo formato o soporte en el que se originó el documento elec-
trónico originario o cualquier otro que asegure la identidad e integridad de la información que el documento con-
tenga.  

2. El órgano que tramite el procedimiento tiene la obligación de archivar la copia del documento electrónico 
que se le haga llegar, así como de transferir estos documentos a los archivos centrales en los supuestos que 
dispone la normativa de archivos aplicable.  

3. En todo caso, los medios o soportes en que se almacenen los documentos electrónicos contarán con las 
medidas de seguridad que garanticen la integridad, protección y conservación de los documentos almacenados 
y, en particular, la identificación de los usuarios y el control de acceso de los mismos.  

Sección 3ª De las comunicaciones y notificaciones electrónicas 
Artículo 20. Las comunicaciones electrónicas. 
Se podrán practicar utilizando medios electrónicos cuando el interesado haya elegido estos medios como pre-

ferentes o exprese su consentimiento a su utilización, en los procedimientos administrativos y trámites incorpora-
dos a la tramitación por vía electrónica. 

  La opción de comunicarse por unos u otros medios, no vincula al  ciudadano, que podrá, en cualquier mo-
mento optar por un medio distinto del inicialmente elegido. 

Artículo 21. Notificaciones electrónicas. 
1. Para que la notificación se practique utilizando medio electrónico, es preciso que el interesado haya seña-

lado dicho medio como preferente o haya consentido su utilización. 
2. La aceptación de los interesados podrá tener carácter general para todos los trámites que los relacionen 

con el Ayuntamiento o para uno o varios trámites, según se haya manifestado. En los procedimientos administra-
tivos electrónicos iniciados a instancia de parte, se presumirá la existencia de dicha aceptación, salvo que el 
mismo interesado haya manifestado lo contrario. 

3. Durante la tramitación de los procedimientos, el interesado podrá requerir al órgano o entidad correspon-
dientes que las notificaciones sucesivas no se practiquen por medios electrónicos, en cuyo caso se deberá usar 
cualquier otro medio admitido por el artículo 59 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, comunicándolo expresamente así al 
órgano competente e indicar una nueva dirección donde practicar las notificaciones 

4. Igualmente, durante la tramitación de un procedimiento no electrónico, el interesado podrá requerir al órga-
no o entidad correspondientes que las notificaciones sucesivas se practiquen en la forma prevista en la presente 
Ordenanza. 

Artículo 22. Efectos de las notificaciones.  
1. La notificación se entenderá practicada a todos los efectos legales en el momento en que se produzca el 

acceso a su contenido en el Sistema de Notificaciones Telemáticas. El sistema de notificación deberá acreditar 
las fechas y horas en que se produzca la recepción de la notificación en la dirección electrónica del interesado y 
el acceso al contenido del mensaje de notificación por parte del ciudadano notificado, así como cualquier causa 
técnica que imposibilite alguna de las circunstancias anteriores. 

2. El acceso telemático por los interesados al contenido de las actuaciones administrativas correspondientes, 
producirá los efectos propios de la notificación por comparecencia, siempre que quede constancia del acceso 

3. Cuando haya constancia de la recepción de la notificación en la dirección electrónica y transcurran diez dí-
as naturales sin que se acceda a su contenido, se entenderá que la notificación ha sido rechazada a los efectos 
previstos en el artículo 59.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, salvo que de oficio o a instancia del interesado se comprue-
be la imposibilidad técnica o material del acceso a su dirección electrónica. 

TÍTULO TERCERO 
De la tramitación electrónica de los procedimientos administrativos  
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Artículo 23. Iniciación del procedimiento administrativo. 
1. Los procedimientos administrativos incorporados a la tramitación por vía electrónica se podrán iniciar a tra-

vés de medios electrónicos o presencialmente, mediante la presentación de solicitud, normalizada o no, en la 
Oficina Virtual regulada en esta Ordenanza. 

2. Las solicitudes electrónicas mencionadas en el apartado anterior deberán contener la firma electrónica re-
querida y todos los demás requisitos establecidos en el artículo 70 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 

3. Los interesados podrán aportar al expediente los documentos adicionales que sean necesarios o estimen 
oportunos, que podrán digitalizarse y cuya fidelidad con el original garantizarán mediante la utilización de firma 
electrónica avanzada.  

EL Ayuntamiento podrá en cualquier momento requerir al interesado la exhibición del documento o de la in-
formación original o solicitar del correspondiente archivo, el cotejo del contenido con las copias aportadas. La 
aportación de tales copias implica la autorización a la Administración para que acceda y trate la información per-
sonal contenida en tales documentos. 

4. Con objeto de facilitar y promover su uso, los sistemas normalizados de solicitud podrán incluir comproba-
ciones automáticas de la información aportada respecto de datos almacenados en sistemas propios o pertene-
cientes a otras Administraciones e, incluso, ofrecer el formulario cumplimentado en todo o en parte, con objeto de 
que el interesado verifique la información y, en su caso, la modifique y complete. 

5. Cuando en una solicitud electrónica haya más de un interesado, la solicitud deberá estar firmada electróni-
camente por todos los interesados, y las actuaciones se seguirán con el que se haya señalado expresamente o, 
en su defecto, con el interesado que aparezca encabezando la solicitud. 

Artículo 24. Representación. 
1. Los ciudadanos podrán actuar por medio de representantes en los procedimientos y trámites administrati-

vos que se realicen frente al Ayuntamiento de   Castellote por medios electrónicos, de acuerdo con lo que prevé 
la legislación general y lo que establece esta Ordenanza. En estos supuestos, la validez de las actuaciones reali-
zadas estará sujeta a la acreditación de la representación. 

2. Cuando el procedimiento lo permita y así se considere conveniente, el Ayuntamiento de Castellote podrá, 
en cualquier momento, pedir al apoderado la justificación del apoderamiento y la declaración responsable sobre 
su vigencia. 

Artículo 25. Instrucción del procedimiento administrativo. 
1. Los programas, aplicaciones y sistemas de información que en cada caso se aprueben para la realización 

por medios electrónicos de los trámites administrativos deberán garantizar: el control de los tiempos (fecha y 
hora) y plazos, la identificación de los órganos responsables de los procedimientos, así como la tramitación orde-
nada de los expedientes y facilitar la simplificación y la publicidad de los procedimientos. 

2. Servicio electrónico de acceso restringido. En los procedimientos administrativos gestionados en su totali-
dad electrónicamente, el órgano que tramita el procedimiento pondrá a disposición del interesado un servicio 
electrónico de acceso restringido donde éste pueda consultar, previa identificación, al menos la información sobre 
el estado de la tramitación del procedimiento.  

3. Requisitos de validez. Cualquier actuación del interesado y los actos administrativos hechos en un proce-
dimiento administrativo tramitado electrónicamente habrán de reunir los requisitos de validez legalmente estable-
cidos con carácter general, así como ser emitidos o recibidos a través del Registro Electrónico que se regula en 
la presente Ordenanza. 

4. Alegaciones .Cuando se utilicen medios electrónicos para la participación de los interesados en la instruc-
ción del procedimiento, a los efectos del ejercicio de su derecho a presentar alegaciones en cualquier momento 
anterior a la propuesta de resolución o en la práctica del trámite de audiencia cuando proceda, se emplearán los 
medios de comunicación y notificación previstos en la presente Ordenanza. 

5. Simplificación administrativa. De acuerdo con los principios de simplicidad administrativa e interoperabilidad 
entre Administraciones, se promoverá la eliminación de certificados y, en general, de documentos en papel, que 
serán sustituidos, siempre que sea posible, por certificados y documentos electrónicos o por transmisiones de 
datos, con plena validez y eficacia siempre que se acredite la identidad, integridad, autenticidad y confidenciali-
dad de los datos mediante los correspondientes certificados de firma electrónica reconocida. 

Para la sustitución de un certificado en papel por la transmisión de los datos correspondientes, el titular de és-
tos tiene que haber consentido expresamente la realización de la transmisión, de acuerdo con lo que establece la 
normativa de protección de datos de carácter personal, excepto en los casos previstos en una norma con rango 
de ley. Si no presta su consentimiento, el interesado deberá solicitar y aportar el certificado correspondiente. 

6. Aportación de soporte físico. La aportación en papel u otro soporte físico de documentos que estén relacio-
nados con un procedimiento administrativo electrónico, deberá dejar constancia del número o código de registro 
individualizado correspondiente a aquel procedimiento en el Registro Telemático. 

Artículo 26. Continuación del procedimiento administrativo electrónico por medios tradicionales.  
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Cuando un procedimiento iniciado electrónicamente no se pueda tramitar totalmente en soporte electrónico se 
procederá, por parte del órgano competente a la reproducción en soporte papel de las solicitudes, comunicacio-
nes u otros documentos electrónicos, para poder continuar con la tramitación del expediente, asegurándose en 
cualquier caso el archivo seguro de los documentos electrónicos originales. 

 En todo caso, para garantizar la concordancia entre los documentos electrónicos originales y los reproducidos 
en papel, en toda copia se hará constar la diligencia del funcionario competente que acredite la correspondencia 
y exactitud con el documento original. Estos documentos tendrán la consideración de copias auténticas, a los 
efectos de lo previsto en el artículo 46 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 

Artículo 27. Acceso del interesado a la información sobre el estado de la tramitación del procedimiento. 
1.  Información. El interesado podrá solicitar y obtener información sobre el estado de la tramitación de los 

procedimientos administrativos gestionados en su totalidad por medios electrónicos, mediante los siguientes sis-
temas: 

a) Presencialmente. 
b) Mediante la Oficina Virtual empleado para presentar la solicitud, con las debidas garantías de seguridad y 

confidencialidad. 
c) Mediante la Carpeta del Ciudadano, con las debidas garantías de seguridad y confidencialidad. 
2.  Avisos. El Ayuntamiento podrá remitir al interesado avisos sobre el estado de la tramitación de su expe-

diente, a las direcciones electrónicas de contacto indicadas por el mismo. 
Artículo 28. Terminación de los procedimientos por medios electrónicos. 
1. La resolución de un procedimiento utilizando medios electrónicos garantizará la identidad del órgano que, 

en cada caso, esté reconocido como competente. 
2. El acto o resolución que ponga fin a un procedimiento electrónico cumplirá con los requisitos previstos en el 

artículo 89 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, e ir acompañado de la firma electrónica reconocida del órgano administra-
tivo competente para dictar el acto o resolución.  

Disposición Adicional Primera. Puesta en funcionamiento del Registro telemático. 
El Registro telemático que regula esta disposición entrará en funcionamiento a las cero horas del día siguiente 

a la entrada en vigor de esta Ordenanza. 
Disposición Adicional Segunda. Aplicación de medidas de accesibilidad de ciertos colectivos. 
El Ayuntamiento de Castellote y demás entidades referidos en el artículo 1 deberán implantar progresivamen-

te, las técnicas que hagan posible la accesibilidad de los colectivos de discapacitados y de las personas de edad 
avanzada a los servicios contemplados en la presente Ordenanza. Asimismo podrán exigir que las páginas de 
Internet cuyo diseño o mantenimiento financien apliquen los criterios de accesibilidad mencionados.  

Disposición Transitoria Única. Aplicación de la Ordenanza a los procedimientos en curso. 
Esta Ordenanza no será de aplicación a los procedimientos iniciados con anterioridad a su entrada en vigor. 
Disposición Final Primera. Entrada en vigor. 
La presente Ordenanza entrará en vigor cuando hayan transcurrido quince días contados desde el siguiente al 

de la publicación de su texto íntegro en el Boletín Oficial de la Provincia. 
Disposición Final Segunda. Desarrollo normativo. 
Tras la entrada en vigor de la presente disposición, cualquier regulación que se efectúe para el establecimien-

to de nuevos trámites, servicios y procedimientos administrativos para la modificación de los existentes, deberá 
prever su tramitación por medios telemáticos, ajustándose a las condiciones y requisitos previstos en esta Orde-
nanza, salvo que por razones técnicas o procedimentales, debidamente justificadas, aconsejen otra cosa. 

* Ordenanza municipal nº 42: Reguladora de la apertura de establecimientos para el ejercicio de actividades 
no sujetas a licencia. 
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Artículo 18. Entidades Colaboradoras  
CAPÍTULO QUINTO  
Administración Electrónica y Simplificación Administrativa  
Artículo 19. Principios generales de administración electrónica  
Artículo 20. Simplificación y reducción de cargas administrativas 
Artículo 21. Iniciación del procedimiento por medios electrónicos  
Artículo 22. Servicios Comunes del Sector Público y Plataforma de Intermediación  
Disposición adicional única  
Disposiciones transitorias  
Primera. Procedimientos en tramitación  
Segunda. Administración Electrónica  
Disposición derogatoria única. Derogación de normas.  
Disposición final única. Entrada en vigor.  
Anexo I. Actividades y servicios sujetos a declaración responsable y/o comunicación previa  
Anexo II. Obras sujetas a declaración responsable y/o comunicación previa.  
Anexo III. Modelo de declaración responsable.  
Anexo IV. Modelo de comunicación previa.  
Anexo V. Modelo de Consulta Previa a la apertura de establecimiento o inicio de actividad  
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS  
La Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, referida a los 

servicios en el mercado interior ha dado lugar, con motivo de su transposición, tanto a la modificación del marco 
normativo regulador de aspectos relacionados con la libertad de establecimiento y la prestación de servicios co-
mo a la configuración de un nuevo marco jurídico que ha transformado aspectos esenciales del procedimiento 
administrativo. En este sentido, se han modificado varios aspectos sustanciales de la normativa reguladora de la 
concesión de licencias con la finalidad de agilizar y simplificar su tramitación, para impulsar el principio de efica-
cia que consagra la Constitución Española en su artículo 103 así como el principio de celeridad señalado en los 
artículos 74 y 75 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
del Procedimiento Administrativo Común.  

El ordenamiento jurídico regulador del régimen local no ha permanecido ajeno a este proceso de transforma-
ción y novación jurídica, iniciado con la aprobación de la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso 
a las actividades de servicios y su ejercicio, que ya vislumbraba la necesidad de revisar los procedimientos y 
trámites, para simplificarlos e incluso sustituirlos por otros que resultasen menos gravosos para las personas 
interesadas en acceder y ejercer una actividad de servicios.  

Concretamente, en relación con el régimen local, la Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de modificación de di-
versas leyes para su adaptación a la Ley sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, modi-
ficó el artículo 84 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, al objeto de some-
ter los actos de control preventivo de ámbito municipal a sus principios de igualdad de trato, necesidad y propor-
cionalidad, así como de integrar en la misma los nuevos medios de intervención. Éstos, a su vez, se incorporan 
también en el mismo proceso de adecuación a la Ley 17/2009 y para todas las Administraciones Públicas a tra-
vés del nuevo artículo 71.bis de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administracio-
nes Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, incluidas las facultades de comprobación.  

Posteriormente, la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible, sienta los principios de buena regula-
ción aplicables a las iniciativas normativas de las Administraciones Públicas y avanza un paso más en el ámbito 
municipal, modificando nuevamente la citada Ley 7/1985, de 2 de abril. Concretamente, los artículos 84, 84 bis y 
84 ter, establecen, con carácter general, la inexigibilidad de licencia u otros medios de control preventivos para el 
ejercicio de actividades, salvo que resultase necesario para la protección de la salud o seguridad públicas, el 
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medioambiente o el patrimonio histórico-artístico, o cuando requiriesen de un uso privativo y ocupación del domi-
nio público pero, en todo caso, condicionando su exigibilidad a un juicio de necesidad y proporcionalidad.  

Estos principios de buena regulación suponen, con carácter general, que los entes locales lleven a cabo una 
evaluación de los distintos actos de control municipal, a los que se someten los establecimientos e instalaciones 
ubicadas en su término, cuando tienen por objeto la realización de actividades económicas de cualquier tipo, y 
atenderán a las características de estas infraestructuras o de su ubicación en bienes o áreas integrantes del pa-
trimonio histórico-artístico o de la ocupación de dominio público. De tal forma, que únicamente se justificará la 
necesidad de un régimen de autorización o licencia cuando los daños que puedan causar sean irreparables e 
irreversibles. El juicio de proporcionalidad, a su vez, supone determinar el medio de intervención menos gravoso 
para el control del riesgo a proteger.  

Como se ha señalado antes, se adoptaron nuevos medios de intervención para el conjunto de Administracio-
nes Públicas, a través del artículo 71. Bis de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, que incorpora dos nuevas figu-
ras en el régimen jurídico, la declaración responsable y la comunicación previa. Éstas se diferencian de la autori-
zación o licencia previa en que el control administrativo se produce tras su presentación, es decir con carácter 
posterior al inicio de la actividad. Respecto a éstos, la Ley de Bases del Régimen Local (artículo 84.ter) señala 
expresamente que cuando el ejercicio de actividades no precise autorización habilitante previa, las entidades 
locales deberán establecer y planificar los procedimientos de comunicación necesarios, así como los de verifica-
ción posterior del cumplimiento de los requisitos precisos para el ejercicio de la misma previstos en la legislación 
sectorial.  

En la línea que marcan los principios de buena regulación, la labor de revisión y evaluación debe continuar 
aplicando el juicio de necesidad y proporcionalidad también para establecer el medio más adecuado de control ex 
post. En este sentido, la declaración responsable se justificará si se establecen requisitos para el titular del esta-
blecimiento/actividad de cuyo cumplimiento se responsabiliza durante toda la vigencia de la misma y que por 
razones del interés general que se pretende proteger determinan un procedimiento de comprobación ulterior más 
estricto que el régimen de comunicación previa. Este último debe quedar reservado para aquellas actuaciones 
que no entrañan medidas de control porque éste ya se ha realizado en otra actuación previa o porque no se pro-
ducen modificaciones respecto a la situación anterior o por la necesidad de mantener un control sobre el titular de 
la actividad por motivos de protección de los derechos de los destinatarios de los bienes y servicios que se pro-
ducen o prestan en el establecimiento.  

La base jurídica para el control a posteriori se perfecciona con las previsiones establecidas en el apartado 2.º 
del artículo 39.bis de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas 
y del Procedimiento Administrativo Común, que preceptúa que las Administraciones Públicas velarán por el cum-
plimiento de los requisitos aplicables según la legislación correspondiente, para lo cual podrán comprobar, verifi-
car, investigar e inspeccionar los hechos, actos, elementos, actividades, estimaciones y demás circunstancias 
que se produzcan.  

Un paso más en este proceso de supresión de trabas administrativas y de simplificación, que ha supuesto un 
nuevo impulso para el ejercicio de actividades económicas se produce con la aprobación de la Ley 12/2012, de 
26 de diciembre, de medidas urgentes de liberalización del comercio y de determinados servicios, en el que tras 
someter al test de necesidad y proporcionalidad las licencias municipales ligadas a establecimientos de determi-
nada superficie e instalaciones en los que se realizan determinadas actividades comerciales y de servicios, se 
establece la no exigibilidad de ningún tipo de licencia. De este modo, se eliminan las licencias municipales de 
instalaciones, de funcionamiento u otras de clase similar o análogas incluida la de apertura del establecimiento y 
se sustituyen por medios de control menos gravosos. Dependiendo del caso, consistirá en una declaración res-
ponsable o en una comunicación previa del interesado ante la administración local competente.  

En este último contexto, la citada Ley establece, en su Disposición adicional primera un mandato de coopera-
ción a las Administraciones Públicas, en el marco del Comité para la Mejora de la Regulación (CMR), para que 
promuevan la elaboración de una ordenanza tipo sobre los actos de control e intervención municipal.  

Adicionalmente la Disposición adicional primera de la Ley 12/2012, en su punto 3, explicita que se promoverá 
la implantación de mecanismos de tramitación electrónica en las Administraciones Públicas, de acuerdo con la 
Ley 11/2007, de 22 de junio, de Acceso Electrónico de los Ciudadanos a los Servicios Públicos, con el fin de re-
ducir las cargas administrativas y eliminar ineficiencias.  

Esta ordenanza tipo se elabora para dar cumplimiento a dicho mandato. Se pretende, respetando las singula-
ridades de cada comunidad autónoma y las particularidades de cada municipio, establecer un modelo que, en 
sus partes esenciales, suponga el mayor grado de uniformidad posible en relación con el procedimiento para la 
puesta en marcha de actividades comerciales y de determinados servicios, reforzando con ello, a través de pro-
cesos normalizados, a los que previamente se rediseñen bajo una clara orientación hacia la simplificación y a la 
reducción de cargas, para facilitar y agilizar la puesta en marcha de actividades económicas en el ámbito munici-
pal.  
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En particular, la ordenanza tipo desarrolla las previsiones del artículo 4 de la Ley 12/2012, de 26 de diciembre, 
relativas a la declaración responsable y la comunicación previa, su contenido, los requisitos que se deben cumplir 
y los actos de comprobación e inspección.  

Asimismo, con el objetivo de facilitar a aquellas entidades locales, cuyo marco regulador autonómico no haya 
dispuesto el procedimiento de comprobación posterior previsto en la Ley 12/2012, de 26 de diciembre, incorpora 
en el capítulo cuarto de esta ordenanza, disposiciones sobre los actos de comprobación e inspección de los ele-
mentos y circunstancias puestas de manifiesto en la declaración responsable y/o en la comunicación previa. En 
efecto, las entidades locales quedan habilitadas para ello tanto en el artículo 5 de la citada Ley como en los pre-
ceptos legales señalados anteriormente.  

Con relación al régimen sancionador, según la disposición final decimotercera de la Ley 12/2012, se establece 
que el Gobierno, en el plazo de un año, presentará un proyecto de ley, que regule las infracciones y sanciones 
aplicables a los casos de incumplimiento de las obligaciones previstas en esta Ley que regirá lo dispuesto en 
términos de infracciones y sanciones derivadas de los actos de comprobación e inspección de esta ordenanza.  

Un aspecto que es preciso tener en consideración, máxime en el contexto actual de reducción de los ingresos 
recaudados resultante de la gestión de los tributos propios, es el referido a la aplicación de los tributos. En cum-
plimiento de lo dispuesto en los artículos 100, 101 y 103, respectivamente, del Texto Refundido de la Ley Regu-
ladora de las Haciendas Locales, aprobado por el Real Decreto legislativo 2/2004, de 5 de marzo, según modifi-
cación introducida por la disposición final primera de la Ley 12/2012, de 26 de diciembre, el hecho imponible del 
Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras está constituido por la realización de cualquier actuación 
de las señaladas para las que se exija licencia de obra o presentación de declaración responsable o comunica-
ción previa y que una vez practicada liquidación provisional a cuenta, en base al presupuesto declarado o, en su 
caso, presentado, por los interesados, finalizada la construcción, instalación u obra y teniendo en cuenta el coste 
real y efectivo, el ayuntamiento, mediante la oportuna comprobación administrativa, modificará la base imponible 
practicando la correspondiente liquidación definitiva y exigiendo del sujeto pasivo o reintegrándose, en su caso, la 
cantidad que corresponda.  

En este sentido, la citada disposición final primera de la Ley 12/2012 modifica también el artículo 20.4 letras h) 
e i) del Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales y contempla, igualmente, y con el mismo 
carácter facultativo, la posibilidad de establecer tasas para gravar la realización de las actividades administrativas 
de control en los supuestos en los que la exigencia de licencia fuera sustituida por la presentación de declaración 
responsable o comunicación previa.  

En aplicación de lo preceptuado en la disposición derogatoria única de la Ley 12/2012, de 26 de diciembre, 
han quedado derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango contradigan o se opongan a lo dispuesto 
en la misma.  

CAPÍTULO PRIMERO  
Disposiciones generales  
Artículo 1. Objeto y finalidad.  
1. La presente ordenanza tiene por objeto la regulación de los aspectos generales del régimen jurídico aplica-

ble, a los procedimientos de intervención municipal relativos a los establecimientos o locales ubicados en el mu-
nicipio de CASTELLOTE, con relación a la declaración responsable y comunicación previa exigidas para el inicio 
y desarrollo de las actividades comerciales minoristas y otros servicios incluidos en el anexo de la Ley 12/2012, 
de 26 de diciembre, a las instalaciones de redes públicas de comunicaciones electrónicas, establecidas en la 
disposición adicional tercera y aquellas otras modificaciones que se pudieran realizar conforme a la Disposición 
Final Octava de la citada Ley, así como a las instalaciones y obras comprendidas dentro de su ámbito de aplica-
ción y a la verificación posterior del cumplimiento de los requisitos precisos para el ejercicio de dichas activida-
des.  

2. La finalidad de esta Ordenanza es impulsar y dinamizar la actividad económica, así como facilitar la puesta 
en marcha de determinadas actividades comerciales y de prestación de servicios, mediante la eliminación de las 
cargas y restricciones administrativas innecesarias que afectan al inicio y ejercicio de las citadas actividades.  

3. Se suprimen las licencias de ámbito municipal que expresamente se incorporan en el ámbito de esta orde-
nanza, vinculadas con las instalaciones de redes públicas de comunicaciones electrónicas y los establecimientos 
comerciales, sus instalaciones y determinadas obras previas, garantizando que la persona que realiza la declara-
ción o comunicación se responsabilice del cumplimiento de las condiciones técnicas de seguridad, de higiene, 
medioambientales y sanitarias, de confortabilidad, de los niveles de ruidos y vibraciones, de las obligaciones de-
rivadas de las normas de edificabilidad, urbanismo, emergencias y cuantas obligaciones se determinen por la 
normativa específica, general y sectorial, reguladora de la actividad declarada o comunicada. 

Artículo 2. Ámbito de aplicación.  
La presente ordenanza se aplicará a:  
1. Las actividades industriales, comerciales minoristas y de servicios sujetas a la aplicación de la presente or-

denanza son las que se enumeran en el anexo I, realizadas a través de establecimientos permanentes, cuya 
superficie útil de exposición y venta al público no sea superior a la que en cada momento se determine en la Ley 
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12/2012, de 26 de diciembre2. Se aplicará también a las estaciones o instalaciones radioeléctricas utilizadas para 
la prestación de servicios de comunicaciones electrónicas disponibles para el público, a excepción de aquéllas en 
las que concurran las circunstancias referidas en el artículo 2.2 de la Ley 12/2012, que ocupen una superficie 
superior a 300 metros cuadrados, computándose a tal efecto toda la superficie incluida dentro del vallado de la 
estación o instalación o, tratándose de instalaciones de nueva construcción, tengan impacto en espacios natura-
les protegidos y que se inicien y desarrollen en el municipio de CASTELLOTE, sin perjuicio de la aplicación a 
dichas instalaciones de lo establecido en la Ley 32/2003, de 3 de noviembre, General de Telecomunicaciones y 
su normativa de desarrollo.  

Quedan comprendidas igualmente dentro del ámbito de aplicación las obras enumeradas en el anexo II que 
se realicen en dichos establecimientos, cuando no queden excluidas de conformidad con lo dispuesto en el artí-
culo 3.  

2. A los procedimientos relacionados con la comunicación, comprobación e inspección relativos con la instala-
ción, puesta en marcha, inicio y ejercicio de las actividades industriales, comerciales y la prestación de los servi-
cios previstos en el anexo de la Ley 12/2012, de 26 de diciembre, de medidas urgentes para la liberalización del 
comercio y de determinados servicios, realizados en establecimientos permanentes y situados en cualquier parte 
del término municipal de CASTELLOTE, con estricto cumplimiento del planeamiento urbanístico, y cuya superfi-
cie útil de exposición y venta al público no sea superior a la que se determine por la misma ley.  

Por Resolución de la Alcaldía se aprobará la relación de actividades incluidas en el ámbito de aplicación de 
esta Ordenanza incluyendo, como mínimo, las actividades recogidas en el anexo de la citada Ley 12/2012.  

La relación de actividades se publicará en el diario oficial correspondiente y, en su caso, en la sede electróni-
ca municipal, estableciéndose procedimientos que permitan su actualización para garantizar su adaptación a las 
particularidades que de la aplicación práctica del procedimiento se deriven.  

Artículo 3. Exclusiones  
Quedan excluidos del ámbito de aplicación de esta ordenanza los siguientes establecimientos, actividades y 

obras, que se ajustarán a lo establecido en la normativa sectorial aplicable.  
1. Las obras que tengan impacto en el patrimonio histórico-artístico o en el uso privativo y ocupación de los 

bienes de dominio público, o que requieran de la redacción de un proyecto de obra de conformidad con la Ley 
38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenación de la Edificación.  

2. Las obras cuya competencia y control previo corresponda a la Comunidad Autónoma de ARAGÓN.  
3. Se excluyen del ámbito de aplicación de esta Ordenanza aquellas actividades que, aun ajustándose a las 

tipologías descritas con anterioridad, presenten alguna de las siguientes características:  
a. Aquellas actividades cuyo establecimiento se encuentre afectado a bienes, conjuntos o entornos integran-

tes del Patrimonio Cultural de CASTELLOTE o sobre edificaciones incluidas en el catálogo municipal.  
b. Las actividades cuyo ejercicio suponga la afectación o impliquen uso privativo de bienes de dominio públi-

co.  
c. La venta ambulante, situada en la vía y espacios públicos.  
d. Los establecimientos físicos situados en puestos de mercado de abastos municipales, así como los ubica-

dos en instalaciones, parcelas u otros inmuebles de organismos o empresas públicas, que se encuentren dentro 
de la parcela o conjunto residencial y sean gestionados por éstos, por entenderse implícita la licencia en la adju-
dicación del puesto, sin perjuicio de garantizar su sometimiento a la normativa medioambiental e higiénico-
sanitaria que le sea de aplicación.  

e. Los quioscos para la venta de prensa, revistas y publicaciones, golosinas, flores y otros de naturaleza aná-
loga situados en los espacios de uso público del municipio.  

f. Aquellas otras actividades que superen los umbrales indicados en la Resolución de la Alcaldía que apruebe 
los tipos, límites y particularidades de las actividades incluías en el ámbito de aplicación de la presente Ordenan-
za.  

La Resolución de la Alcaldía que apruebe la relación de actividades incluidas en el ámbito de aplicación de es-
ta Ordenanza contemplará las citadas exclusiones y cuantas previsiones se deriven de las normas sectoriales y 
autonómicas.  

Artículo 4. Definiciones  
A los efectos de esta Ordenanza se entenderá por:  
a. Declaración Responsable:  
De acuerdo con lo establecido en el artículo 71 bis de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurí-

dico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común es el documento suscrito por un 
interesado en el que manifiesta, bajo su responsabilidad, que cumple con los requisitos establecidos en la norma-
tiva vigente para acceder al reconocimiento de un derecho o facultad o para su ejercicio, que dispone de la do-
cumentación que así lo acredita y que se compromete a mantener su cumplimiento durante el período de tiempo 
inherente a dicho reconocimiento o ejercicio. 
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En el ámbito de aplicación de esta Ordenanza, la declaración responsable deberá contener una manifestación 
explícita del cumplimiento de aquellos requisitos que resulten exigibles de acuerdo con la normativa vigente, in-
cluido, en su caso, estar en posesión de la documentación administrativa y técnica que así lo acredite.  

b. Comunicación Previa:  
De acuerdo con lo establecido en el artículo 71 bis de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre es el documento 

suscrito por persona interesada en el que pone en conocimiento de la Administración Pública competente sus 
datos identificativos y demás requisitos exigibles para el ejercicio de un derecho o inicio de una actividad, con-
forme con lo establecido en el artículo 70.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.  

c. Control a posteriori:  
Con este procedimiento se da cumplimiento al requisito establecido en el art. 84 ter de la citada Ley 7/1985, 

de 2 de abril, Reguladora de las bases de Régimen local, y se materializa la actuación para la verificación poste-
rior del cumplimiento de los extremos que ha declarado el interesado, o en su caso ha comunicado con carácter 
previo, y de los requisitos precisos establecidos en la legislación sectorial para el ejercicio de la actividad decla-
rada o comunicada. Asimismo, el artículo 5 de la Ley 12/2012, habilita a las entidades locales a regular este pro-
cedimiento.  

Puede comprender la comprobación e inspección.  
d. Comprobación:  
Consiste en la constatación por parte de los Servicios Técnicos cualificados adscritos al Ayuntamiento y/o en 

su caso por las Entidades Colaboradoras que la actividad declarada se encuentra dentro de los supuestos suje-
tos a Declaración Responsable y que cumple con los requisitos exigidos para el desarrollo de la actividad y con-
siste en a confirmación o prueba de la existencia, veracidad de los datos aportados.  

e. Inspección:  
Es la verificación de lo manifestado en la Declaración Responsable y en la documentación disponible que po-

drá realizarse por personal técnico cualificado adscrito al Ayuntamiento y será preceptiva mediante una visita in 
situ.  

f. Actividad Económica:  
Toda aquella actividad industrial, mercantil o profesional que consiste en la producción de bienes o prestación 

de servicios sujeta a los medios de intervención municipal conforme a lo previsto en el artículo 22.1 del Regla-
mento de Servicios de las Corporaciones Locales.  

Artículo 5. Consulta Previa  
Sin perjuicio de lo señalado en la ventanilla única prevista en el artículo 18 de la Ley 17/2009, de 23 de no-

viembre, sobre libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, las personas interesadas podrán presen-
tar solicitudes de consulta previa sobre aspectos relacionados con la apertura de establecimiento o inicio de acti-
vidad así como con las obras de adecuación e instalaciones que se pretendan realizar con carácter previo o du-
rante el ejercicio de las actividades, que acompañaran de una memoria descriptiva o de los datos suficientes que 
describan las características generales de la actividad proyectada y del inmueble en el que se pretende llevar a 
cabo según el Anexo V. El Ayuntamiento de CASTELLOTE se compromete a responder de acuerdo con los tér-
minos de la misma y la documentación aportada, indicando a quien la haya presentado, cuantos aspectos con-
ciernan a la apertura de establecimiento o inicio de actividad y en concreto:  

a. Aceptación o no del ejercicio de dicha actividad en el local o inmueble propuesto por las normas urbanísti-
cas municipales.  

b. En su caso, motivos de la no aceptación.  
c. Requisitos exigidos.  
d. Documentación adicional a aportar, en su caso.  
e. Administración que sea competente en cada caso, de acuerdo con el tipo de actividad de que se trate.  
f. Otros aspectos que sean de interés para la apertura del establecimiento o el inicio de la actividad.  
La consulta será resuelta y notificada en el plazo de veinte días hábiles por escrito y/o por medios electrónicos 

y no tendrá carácter vinculante para la Administración, dicha respuesta no eximirá de la presentación de la decla-
ración responsable o de la comunicación previa que corresponda y así se hará constar expresamente en el escri-
to de respuesta.  

CAPÍTULO SEGUNDO  
Régimen jurídico de actuaciones sujetas a declaración responsable  
Artículo 6. Actividades, servicios y obras sujetos a declaración responsable  
El inicio, desarrollo y ejecución de las actividades, servicios y obras enumerados en los anexos I y II quedan 

sujetos a la presentación, por parte de los interesados que pretendan desarrollarlos o ejecutarlas, de una decla-
ración responsable, de conformidad con lo establecido en el artículo 71 bis.1 de la Ley 30/1992, de 26 de no-
viembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.  

En dicha declaración los interesados deben manifestar por escrito y bajo su responsabilidad, según modelo 
que figura como anexo III, que cumplen con los requisitos establecidos en la normativa vigente para ello, que 
disponen de la documentación que así lo acredita y que se comprometen a mantener su cumplimiento durante el 
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periodo de tiempo inherente a dicho reconocimiento o ejercicio. Entre estos requisitos, los interesados deben 
manifestar estar en posesión de la documentación administrativa y técnica cuando corresponda, firmada por téc-
nico competente de acuerdo con la normativa vigente, así como del justificante de pago del tributo correspondien-
te cuando sea preceptivo.  

Artículo 7. Presentación, efectos y contenido de la declaración responsable  
1. Al objeto de informar al interesado y de facilitar la cumplimentación del modelo normalizado de la declara-

ción responsable, para el inicio y el ejercicio de actividades comerciales y de servicios se acompañara a dicha 
declaración de un documento explicativo en el que se detallarán las instrucciones para su correcta cumplimenta-
ción. Este modelo estará accesible igualmente desde la sede electrónica municipal. 

2. La declaración responsable podrá presentarse en cualquiera de los registros y oficinas enumerados en el 
artículo 38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, también podrá presentarse en la sede electrónica municipal y habilitará 
desde ese mismo momento para el inicio y desarrollo de la actividad o servicio, así como a la ejecución de la 
obra declarada, siempre que en la declaración responsable formulada consten todos los datos requeridos en la 
misma (véase anexo III). Así mismo los interesados podrán acompañar los elementos que estimen convenientes 
para precisar o completar los datos del modelo de declaración responsable, los cuales deberán ser admitidos y 
tenidos en cuenta por el órgano al que se dirijan.  

3. Los requisitos deberán estar recogidos de manera expresa, clara y precisa en la correspondiente declara-
ción responsable pudiendo presentarse por representante de acuerdo con el artículo 70 de la Ley 30/1992. En los 
procedimientos tramitados electrónicamente se tendrá en cuenta el artículo 23 de la Ley 11/2007, de acuerdo con 
la cual las Administraciones Públicas podrán habilitar con carácter general o específico a personas físicas o jurí-
dicas autorizadas para la realización de determinadas transacciones electrónicas en representación de los intere-
sados. Igualmente, la declaración responsable supone la no aportación inicial de documentación justificativa de 
los extremos declarados.  

4. La persona que realiza la declaración se obliga expresamente a conservar la documentación justificativa de 
los elementos y requisitos declarados en el establecimiento en el que se ejerce la actividad y en su momento 
ponerla a disposición del Ayuntamiento si es requerida para efectuar las actuaciones de comprobación y/o ins-
pección. Un ejemplar de la declaración responsable permanecerá en el establecimiento en el que se ejerce la 
actividad junto con el resto de documentos a los que hace referencia la misma. No obstante estos documentos 
estarán a disposición de los servicios de comprobación y/o inspección y, en su caso, de las entidades colabora-
doras. Se podrán identificar los documentos que se estimen oportunos y la dependencia en las que se encuen-
tren o, en su caso, aportar copia de dichos documentos con carácter voluntario, sin perjuicio de que en virtud de 
las actuaciones de comprobación y/o inspección municipal, dada la naturaleza de complejidad técnica e intrínse-
ca de un documento, que pueda impedir una adecuada verificación y/o inspección en el local del interesado y 
siguiendo el principio de proporcionalidad, haga aconsejable acompañarlo a la declaración responsable para su 
verificación posterior, siendo en este caso referenciado en el Anexo II de esta Ordenanza, el tipo de documento y 
actividad y/o obra a la que se refiere.  

5. Con carácter general, el modelo de declaración responsable podrá contemplar, en su caso, el siguiente 
contenido, que podrá ser modificado por Resolución de la Alcaldía, siempre que dichas modificaciones supongan 
una reducción de cargas administrativas y/o favorezcan una mayor simplificación y agilización del proceso y se 
ajusten a lo dispuesto en las normas sectoriales de aplicación. Igualmente, se podrán introducir modificaciones a 
estos criterios siempre que las mismas sean preceptivas para adecuar el procedimiento y garantizar el cumpli-
miento de la normativa estatal y/o autonómica.  

− Que los datos declarados son ciertos y en el momento de la apertura del local e inicio de la actividad cumple 
con:  

a. La normativa del sector eléctrico de baja tensión, del código técnico de edificación y de protección de in-
cendios.  

b. La normativa urbanística, disponiendo de las preceptivas licencias urbanísticas de primera ocupación y, en 
su caso, de obras mayores cuando éstas sean exigidas por la normativa autonómica.  

c. La normativa de instalaciones de climatización.  
d. La normativa de prevención contra incendios, el local dispone de extintores, iluminación de emergencia y 

señalización, y tienen contratado el mantenimiento de las instalaciones de protección de incendios.  
e. Las normas de accesibilidad vigentes.  
f. Otras normas sectoriales aplicables.  
− Que la actividad que va a iniciar y ejercer se encuentra incluida en el ámbito de aplicación de esta Ordenan-

za.  
− Que se cumple con todos los requisitos establecidos en la normativa reguladora para el inicio y ejercicio de 

la actividad declarada.  
− Que las obras a desarrollar no requieren de la redacción de un proyecto de obras de edificación, de confor-

midad con la Ley 38/1999, de 5 de noviembre de ordenación de la edificación.  
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− Que se encuentra en posesión de los siguientes documentos:  
a. Proyecto técnico de obras e instalaciones cuando sea exigible conforme a la normativa correspondiente, 

firmado por técnico competente de acuerdo con la legislación vigente.  
b. Justificante de pago del tributo.  
− Que el establecimiento y la actividad que va a iniciar y ejercer no afecta al patrimonio histórico-artístico, la 

seguridad o la salud públicas, o implican el uso privativo y ocupación de los bienes de dominio público. 
− Que la actividad se encuentra incluida en el Anexo I de la Ordenanza y que la superficie útil de exposición y 

venta al público no supera la señalada por la ley.  
− Que se compromete a mantener el cumplimiento de lo declarado anteriormente durante el tiempo que ejerza 

la actividad declarada.  
− Que dispone de la documentación que acredita los declarados anteriormente y que se compromete a con-

servarla durante el desarrollo de la actividad, así como a su presentación a requerimiento del personal habilitado 
para su comprobación.  

De acuerdo con el artículo 71.bis de la ley 30/1992, de 26 de noviembre, se podrá incorporar al modelo de de-
claración responsable una declaración expresa del interesado en la que declara:  

− Que conoce que la inexactitud, falsedad u omisión de cualquier dato, manifestación o documento declarado 
determinará la imposibilidad de continuar con el ejercicio de la actividad desde que el Ayuntamiento tenga cons-
tancia de tales hechos sin perjuicio de las responsabilidades penales, civiles, o administrativas a las que hubiera 
lugar.  

− Que conoce que la resolución del Ayuntamiento que declare las circunstancias anteriores podrá determinar 
la obligación del interesado de restituir la situación jurídica al momento previo al reconocimiento o al ejercicio del 
derecho o al inicio de la actividad correspondiente.  

De acuerdo a al artículo 5 de la Ley 12/2012, de 26 de diciembre, se podrá incorporar:  
− Que la presentación de la declaración responsable, con el consiguiente efecto de habilitación a partir de ese 

momento, o de la fecha indicada en la declaración, para el ejercicio de material de la actividad comercial o de 
servicios, no prejuzgará en modo alguno la situación y efectivo acomodo de las condiciones del establecimiento a 
las normativa aplicable, ni limitará el ejercicio de las potestades administrativas de comprobación, inspección, 
sanción, y en general, de control que a la administración en cualquier orden, estatal, autonómico o local, le estén 
atribuidas por el ordenamiento sectorial aplicable en cada caso.  

6. En el supuesto de que la declaración responsable se hubiera presentado sin hacer constar los datos reque-
ridos, se solicitará su subsanación en la fase de comprobación por parte del Ayuntamiento, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 71 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. La eficacia de la declaración responsable quedará en sus-
penso hasta el momento en que se hayan subsanado los datos omitidos. En el caso de que transcurra el plazo 
otorgado para la subsanación sin que ésta se haya producido, se dictará resolución por el órgano competente en 
la que se hará constar dicha circunstancia y se ordenará la ineficacia de la declaración responsable y en su caso 
el cese en el ejercicio de la actividad.  

7. Presentada la declaración responsable se iniciará el procedimiento de control a posteriori mediante la co-
rrespondiente Resolución que se notificará al interesado y en la cual se le informará del plazo del que dispone la 
administración para tramitar este procedimiento así como las actuaciones que comprende. Junto con la resolu-
ción de inicio se requerirá al interesado para que aporte la documentación a la que hace referencia la declaración 
responsable y que ha declarado de forma expresa tener a disposición de la administración, salvo que ésta ya 
hubiera sido aportada de forma voluntaria al presentar la declaración responsable.  

8. Asimismo, la inexactitud, falsedad u omisión, de carácter esencial, en cualquier dato o manifestación en la 
declaración responsable o la no presentación ante el Ayuntamiento de CASTELLOTE, determinará la imposibili-
dad de iniciar, desarrollar o ejecutar la actividad, servicio u obra desde el momento en que se tenga constancia 
de tales hechos, sin perjuicio de las responsabilidades penales, civiles o administrativas a que hubiera lugar.  

El Ayuntamiento de CASTELLOTE dictará resolución en la que declarará la concurrencia de tales circunstan-
cias y podrá determinar la obligación del interesado de restituir la situación jurídica al momento previo al inicio, 
desarrollo o ejecución de la actividad, servicio u obra correspondiente, así como la imposibilidad de presentar una 
nueva declaración responsable con el mismo objeto durante el plazo establecido por la ley.  

Artículo 8. Control de las actividades sujetas a declaración responsable  
La presentación de la declaración responsable no prejuzga en modo alguno la situación y efectivo acomodo 

de las condiciones de la actividad, servicio u obra a la normativa aplicable, ni limita el ejercicio de las potestades 
administrativas, de comprobación, inspección, sanción, y en general de control que al Ayuntamiento de CASTE-
LLOTE le atribuye la normativa sectorial aplicable. 

Artículo 9. De la regulación fiscal de la Declaración Responsable 
Los tributos que se deriven de la presentación de la declaración responsable se regularán por las correspon-

dientes Ordenanzas Fiscales del Ayuntamiento de CASTELLOTE que estén vigentes en el momento de su pre-
sentación. 
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CAPÍTULO TERCERO  
Régimen jurídico de actuaciones sujetas a comunicación previa  
Artículo 10. Actividades, servicios y obras sujetos a comunicación previa  
1. Será objeto de comunicación previa el cambio de titularidad que afecte a las actividades y servicios com-

prendidas en el ámbito de aplicación de esta ordenanza, así mismo, se podrá incluir la opción de comunicación 
de cese de actividad.  

En dicha comunicación, que se efectuará en el modelo que figura como anexo IV, los interesados deben po-
ner en conocimiento del Ayuntamiento de CASTELLOTE sus datos identificativos y demás requisitos que se es-
tablezcan, incluido la declaración de disponer del justificante de pago del tributo correspondiente cuando sea 
preceptivo.  

Artículo 11. Presentación y efectos de la comunicación previa.  
La comunicación previa podrá presentarse en cualquiera de los registros y oficinas enumerados en el artículo 

38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Proce-
dimiento Administrativo Común, y habilitará desde ese mismo momento para el inicio y desarrollo de la actividad 
o servicio, así como a la ejecución de la obra declarada, siempre que en la comunicación consten todos los datos 
requeridos en el modelo correspondiente. Este modelo estará accesible y podrá presentarse igualmente, desde la 
sede electrónica municipal. 

Artículo 12. Control de las actividades sujetas a comunicación previa. 
La presentación de la comunicación previa no prejuzga en modo alguno la situación y efectivo acomodo de las 

condiciones de la actividad, servicio u obra a la normativa aplicable, ni limita el ejercicio de las potestades admi-
nistrativas, de comprobación, inspección, sanción, y en general de control que al Ayuntamiento le atribuye la 
normativa sectorial aplicable. 

Artículo 13. De la regulación fiscal de la Comunicación Previa 
Los tributos que se deriven de la presentación de la comunicación previa se regularán por las correspondien-

tes Ordenanzas Fiscales del Ayuntamiento de CASTELLOTE que estén vigentes en el momento de su presenta-
ción. 

Artículo 14. Tramitación conjunta 
Cuando deban realizarse diversas actuaciones relacionadas con la misma actividad o servicio o en el mismo 

local en que éstos se desarrollan, las declaraciones responsables y/o las comunicaciones previas se tramitarán 
conjuntamente.  

CAPÍTULO CUARTO 
Procedimiento de verificación en la Declaración Responsable 
Artículo 15. Consideraciones Generales  
A tenor de lo dispuesto en el art. 84 ter de la Ley 7/85, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen 

Local, en su redacción dada, por la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible, cuando el ejercicio de 
actividades no precise autorización habilitante y previa, las Entidades locales deberán establecer y planificar los 
procedimientos de comunicación necesarios, así como los de verificación posterior del cumplimiento de los requi-
sitos precisos para el ejercicio de la misma por los interesados previstos en la legislación sectorial.  

Las facultades de verificación estarán constituidas por todas las actuaciones de los servicios municipales que 
se estimen convenientes para constatar los siguientes extremos:  

a. La exactitud y precisión de los datos aportados en la declaración responsable o, en su caso, en la comuni-
cación previa.  

b. La veracidad de cualquier dato o manifestación que se incluya en una declaración responsable o en su ca-
so la comunicación previa.  

c. La veracidad de cualquier documento que acredite los requisitos.  
d. La adecuación de la actividad efectivamente llevada a cabo a los datos aportados en la declaración respon-

sable o, en su caso, la comunicación previa.  
El procedimiento, con carácter general, se establece de acuerdo con las siguientes actuaciones:  
1. Comprobación.  
2. Inspección.  
Se entiende por comprobación la constatación por parte de los Servicios Técnicos que la actividad declarada 

se encuentra dentro de los supuestos sujetos a Declaración Responsable y que cumple con los requisitos exigi-
dos para el desarrollo de la actividad.  

Se entiende por inspección la verificación in situ de lo manifestado en la Declaración Responsable y en la do-
cumentación acreditativa de los requisitos.  

El procedimiento de verificación tendrá una duración máxima de tres meses, por Resolución de Alcaldía podrá 
establecerse otro menor si las circunstancias lo hicieran aconsejable. El inicio del procedimiento de verificación 
será comunicado al interesado informándole del plazo del que dispone la Administración para resolver.  

Artículo 16. Inicio del procedimiento de verificación.  
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La Resolución de inicio del procedimiento de verificación se comunicará al interesado informándole que dis-
pone del plazo de cinco días para presentar la documentación a la que se refiere la Declaración Responsable o 
en su caso designe la Administración en cuyo poder obre, advirtiéndole en la propia comunicación que transcurri-
do el plazo anterior y previo plazo de audiencia de diez días que se computará de forma automática expirado los 
cinco anteriores, se dictará Resolución decretando la suspensión cautelar de la actividad y la terminación del 
procedimiento de verificación ante la imposibilidad de comprobación e inspección de lo declarado; todo ello sin 
perjuicio del expediente sancionador que pudiera tramitarse.  

A efectos de presentación de documentación el particular quedará eximido de presentar aquella documenta-
ción que obre en poder de cualesquiera Administraciones Públicas siempre que se acredite de forma expresa 
esta circunstancia.  

Presentada la documentación se iniciará la fase de comprobación en los términos a los que se refiere el 
artículo siguiente, sin perjuicio de que a solicitud del interesado, y/o a instancia del Ayuntamiento, los servicios 
municipales procedan a realizar directamente una inspección en su establecimiento, donde tiene a disposición 
del Ayuntamiento la documentación de referencia.  

Artículo 17. Comprobación e inspección.  
Fase de comprobación:  
En la medida que la comprobación supone el examen documental, tanto del contenido del documento de la 

propia declaración responsable como de la documentación que la acompaña, las deficiencias o incumplimiento 
de requisitos documentales siempre tendrán el carácter de subsanables, salvo lo dispuesto en al apartado 1º del 
párrafo siguiente.  

De la actuación de comprobación podrá resultar:  
1. Que la actividad declarada o en su caso la obra ejecutada no se encuentre entre los supuestos sujetos a 

declaración responsable y/o en su caso comunicación previa, siendo necesaria la obtención de autorización pre-
via.  

En este supuesto, previo informe técnico donde se hará constar esta circunstancia se requerirá al interesado 
para que en el plazo de diez días alegue y presente los documentos que estime oportunos, se dictará resolución 
declarando la ineficacia de la declaración responsable y/o en su caso comunicación previa, y concediendo plazo 
para la solicitud de la correspondiente licencia, al tiempo que se ordenará la suspensión cautelar de la actividad.  

Si la actividad no fuera legalizable se decretará el cierre del establecimiento.  
2. Que se aprecien deficiencias o incumplimiento de requisitos.  
En este supuesto, el técnico competente deberá calificar dichas deficiencias o incumplimientos en subsana-

bles no esenciales o en subsanables esenciales. En el primer caso, se continuará con el procedimiento de verifi-
cación, mientras que en el caso de las deficiencias o incumplimientos esenciales se decretará la suspensión cau-
telar de la actividad y se concederá un plazo para subsanar los mismos, que sea razonable según la actividad de 
que se trate y en todo caso breve a fin de minimizar el perjuicio y se advertirá que de no hacerlo se podrá dictar 
resolución decretando la ineficacia de la declaración responsable y/o en su caso comunicación previa y ordenan-
do el cierre definitivo del establecimiento.  

Durante el plazo concedido el interesado también podrá efectuar las alegaciones que crea conveniente a su 
derecho. Finalizado dicho plazo, y a la vista de las alegaciones presentadas, se dictará la correspondiente reso-
lución.  

A fin de agilizar el procedimiento, las deficiencias o requisitos subsanables se comunicarán por los técnicos en 
el momento de realizar la inspección.  

Fase de Inspección:  
Cuando la declaración responsable y/o en su caso comunicación previa y su documentación se ajusten a la 

normativa se procederá a verificar in situ la actividad siempre que esté en funcionamiento, levantándose al efecto 
la correspondiente acta de inspección.  

A fin de agilizar el procedimiento de verificación, en la fase de inspección se adoptan las siguientes medidas 
de simplificación administrativa:  

1. Terminada la inspección y extendida la correspondiente acta, de la cual se entregará una copia al interesa-
do, comenzarán a computarse a partir del día hábil siguiente al de su fecha, los plazos señalados en la misma 
para la adopción de las medidas correctoras propuestas sin necesidad de dictarse resolución al respecto.  

2. Los plazos concedidos tanto para la adopción de medidas correctoras como de subsanación de deficiencias 
o requisitos derivados de la fase de comprobación documental, se consideran plazos de audiencia previa a la 
resolución que resuelva sobre el cese cautelar o definitivo de la actividad.  

De las actuaciones de inspección se levantará acta, la cual tendrá, en todo caso, la consideración de docu-
mento público y tendrá el valor probatorio correspondiente en los procedimientos sancionadores, sin perjuicio de 
las pruebas que en defensa de los respectivos derechos o intereses puedan aportar los administrados. El acta 
deberá contener al menos:  

a. La identificación del titular de la actividad.  
b. La identificación del establecimiento y actividad.  
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c. La fecha y hora de la inspección, identificación de las personas de la administración actuantes y de las que 
asistan en representación del titular de la actividad.  

d. Una descripción sucinta de las actuaciones realizadas y de cuantas circunstancias e incidencias que se 
consideren relevantes.  

e. La constancia, en su caso, del último control realizado.  
f. Los incumplimientos de la normativa en vigor que se hayan inicialmente detectado.  
g. Las manifestaciones realizadas por el titular de la actividad, siempre que lo solicite.  
h. Otras observaciones.  
i. Firma de los asistentes o identificación de aquellos que se hayan negado a firmar el acta.  
Para ello, se realizarán las inspecciones utilizando los modelos normalizados que se aprueben al efecto por 

resolución de la alcaldía en las correspondientes normas técnicas.  
La suspensión cautelar de la actividad, en tanto que acto de trámite cualificado, será objeto de recurso tanto 

en vía administrativa como judicial.  
Las medidas propuestas en el apartado siguiente son compatibles con la tramitación del correspondiente pro-

cedimiento sancionador.  
Del resultado de la inspección se levantará la correspondiente acta que podrá ser:  
a. Favorable en el caso que la actividad declarada y verificada se ejerza de acuerdo con la normativa y los re-

quisitos que le son exigibles.  
En el primer caso en el acta favorable de inspección, cuya copia se entregará al interesado, se harán constar 

si existieran los defectos subsanables no esenciales resultantes de la comprobación documental, concediendo un 
plazo para su subsanación que también constará en el acta.  

Transcurrido el plazo concedido se dictará resolución declarando la eficacia de la declaración responsable y la 
terminación del procedimiento de verificación.  

Si transcurrido el plazo no se hubiera procedido a la subsanación, se dictará igualmente la resolución de efi-
cacia de la declaración y de terminación del procedimiento, siendo objeto de sanción el incumplimiento de la obli-
gación de subsanar.  

b. Condicionada cuando se deban aplicar medidas correctoras.  
Cuando el resultado de la inspección sea condicionada, el acta recogerá los siguientes extremos: las medidas 

correctoras que deban adoptarse y su motivación, en su caso las deficiencias o requisitos subsanables que resul-
ten de la fase de comprobación documental y el plazo concedido para que proceda a la adopción de las mismas, 
con la advertencia expresa que transcurrido el plazo anterior sin que se haya procedido a la adopción de las me-
didas correctoras señaladas se decretará la suspensión cautelar de la actividad hasta tanto se cumplan. Durante 
el plazo concedido el interesado podrá efectuar las alegaciones que considere conveniente en cuyo caso la reso-
lución decretando la suspensión resolverá sobre las mismas.  

Cuando transcurrido el plazo se hubieren adoptado las medidas correctoras se dictará resolución declarando 
la eficacia de la declaración responsable y la terminación del procedimiento de verificación.  

Si quedasen pendientes de subsanar deficiencias o requisitos documentales, se procederá conforme se esta-
blece en el apartado a.  

c. Desfavorable en el caso que la actividad muestre irregularidades sustanciales. 
En el caso de acta de inspección desfavorable, se harán constar los motivos de la misma y las medidas co-

rrectoras que deban adoptarse, concediendo al interesado un plazo de audiencia de diez días previo a la resolu-
ción en la que se ordenará la suspensión cautelar de la actividad. La suspensión se mantendrá en tanto no se 
acredite la realización de las medidas ordenadas. En el caso que las deficiencias relacionadas en el acta de ins-
pección fueran insubsanables se resolverá sobre el cese definitivo de la actividad. La condición de insubsanable 
deberá hacerse constar de manera expresa en el acta de inspección.  

En este modelo de acta de inspección desfavorable se notificará al interesado que se han comprobado y de-
tectado inexactitudes, falsedades u omisiones, de carácter esencial, en cualquier dato, manifestación o documen-
to que se acompañe o incorpore a una declaración responsable, indicando que por la Administración Municipal se 
determinará la imposibilidad de continuar con el ejercicio del derecho o actividad afectada desde el momento en 
que se tenga constancia de tales hechos, sin perjuicio de las responsabilidades penales, civiles o administrativas 
a que hubiera lugar.  

Transcurrido el plazo y acreditada la realización de medidas correctoras se dictará resolución declarando la 
eficacia de la declaración responsable y dando por terminado el procedimiento de verificación.  

En el acta de inspección desfavorable constará, igualmente, que la resolución de la Administración Municipal 
que declare tales circunstancias podrá determinar la obligación del interesado de restituir la situación jurídica al 
momento previo al reconocimiento o al ejercicio del derecho o al inicio de la actividad correspondiente, así como 
la imposibilidad de instar un nuevo procedimiento con el mismo objeto durante un período de tiempo determina-
do, todo ello conforme a los términos establecidos en las normas sectoriales de aplicación.  

En el supuesto de actas condicionadas o desfavorables en los términos establecidos en el apartado b y c de 
este artículo, los servicios competentes determinarán el plazo para la adopción de las medidas correctoras que 
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se señalen. Se podrá conceder de oficio o a petición de los interesados una ampliación de plazo establecido, que 
no excederá de la mitad del mismo, si las circunstancias lo aconsejan y con ello no se perjudican derechos de 
tercero, conforme al artículo 49 de la Ley 30/1992, de 26 noviembre, de Régimen Jurídico de las Administracio-
nes Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.  

Los recursos que se puedan plantear ante las resoluciones dictadas en este procedimiento se remitirán al Ór-
ganos que dictó la Resolución para su estudio y resolución.  

Terminado el plazo para la adopción de las medidas correctoras señaladas, se procederá a realizar una nueva 
inspección, si no se han resuelto los incumplimientos se realizará informe técnico e informe jurídico con propues-
ta de cese de actividad por incumplimiento, así como propuesta de resolución declarando concluido el procedi-
miento de inspección y ordenándose el cese inmediato de la actividad en su totalidad o en la parte que proceda 
dando traslado de dicha resolución a la inspección urbanística y a la policía local.  

Las Inspecciones, durante el desarrollo de la actividad, podrán ser iniciadas, bien de oficio por parte de los 
servicios municipales competentes, de acuerdo con el Plan Anual o extraordinario de Inspección de Actividades, 
que establecerá los criterios en forma de objetivos y las líneas de actuación para el ejercicio de estas funciones 
en materia de actividades, bien a raíz de denuncias formuladas por parte de terceros, con el objeto de comprobar 
la veracidad de los hechos denunciados y/o cuando se considere necesario.  

Independientemente de cuál sea el origen de la actuación de inspección, se emitirá acta de inspección de la 
visita realizada, siendo la inspección in situ de carácter preceptivo.  

El procedimiento descrito podrá ser modificado por Resolución de la Alcaldía, siempre que dichas modifica-
ciones supongan una reducción de cargas administrativas y/o favorezcan una mayor simplificación y agilización 
del proceso y no afecte dichas modificaciones a los trámites fundamentales del procedimiento aprobado por el 
Pleno. Igualmente, se podrán introducir modificaciones a estos criterios para adecuar el procedimiento y garanti-
zar el cumplimiento de la normativa autonómica.  

Artículo 18. Entidades Colaboradoras  
Las actividades técnicas de comprobación y verificación de los requisitos y circunstancias referidos en la de-

claración responsable o comunicación previa podrán ser desempeñadas en su totalidad o en parte, según se 
contempla en la Ley 12/2012, por Entidades Colaboradoras legalmente acreditadas de la Administración munici-
pal, sin perjuicio de que las potestades públicas derivadas de tales actos deban ser ejercidas por funcionario 
público.  

CAPÍTULO QUINTO 
Administración Electrónica y Simplificación Administrativa  
Artículo 19. Principios generales de administración electrónica.  
La actuación del Ayuntamiento en general deberá ajustarse, entre otros, al principio de simplificación adminis-

trativa aprovechando la eficiencia que comporta la utilización de las herramientas de la administración electróni-
ca.  

En este sentido, dicha actuación estará presidida por la eliminación de todos los trámites que no se conside-
ren relevantes, introduciendo la utilización de la comunicación previa o declaración responsable y el control a 
posteriori como fórmulas de verificación y supervisión de la actividad empresarial o comercial de la ciudadanía.  

Se persigue en todo caso dar cumplimiento al principio de simplificación administrativa, recogido en el artículo 
4 apartado j) de la Ley 11/2007 de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios Públicos, 
mediante el cual se pretende que se reduzca de manera sustancial los tiempos y plazos de los procedimientos 
administrativos, logrando una mayor eficacia y eficiencia en la actividad administrativa.  

El fin último es orientar y trasladar el uso de la administración electrónica y la simplificación administrativa en 
el seno de las administraciones públicas a la generación de valor en la sociedad.  

Artículo 20. Simplificación y reducción de cargas administrativas.  
Incorporando las pautas y criterios de gestión electrónica reflejados en el artículo 34 de la Ley 11/2007 de 22 

de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios públicos,  y al objeto de informar al interesado y 
de facilitar la cumplimentación de la declaración responsable, se facilitará el modelo normalizado de declaración 
responsable para el inicio y el ejercicio de actividades comerciales y de servicios desde la sede electrónica muni-
cipal.  

Artículo 21. Iniciación del procedimiento por medios electrónicos  
Si la declaración responsable o comunicación previa y en su caso documentación anexa se presentan elec-

trónicamente se aplicará el artículo 35.2 de la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudada-
nos a los servicios públicos.  

Las liquidaciones o autoliquidaciones provisionales correspondientes se practicarán por el personal del ayun-
tamiento en el momento en que éste tenga conocimiento de la presentación, notificándose o haciéndole llegar el 
documento o documentos por el medio indicado por el interesado.  

Artículo 22. Servicios Comunes del Sector Público y Plataforma de Intermediación  
No se exigirá al interesado la aportación de ninguna documentación procedente de otra administración pública 

que en un momento dado se ofrezca por los servicios comunes del sector público, los proyectos estatales de 
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sustitución de certificados en soporte papel y la Plataforma de Intermediación de Datos siendo obligación del 
Ayuntamiento la obtención por sus medios electrónicos de dicha información y en su caso documentación con la 
autorización preceptiva del interesado y con los mecanismos de control necesario para responder a futuras audi-
torías.  

Para el uso de estos servicios electrónicos de interoperabilidad y comunicación entre administraciones públi-
cas se seguirá lo expuesto en las siguientes normas técnicas de interoperabilidad y sus correspondientes guías 
de aplicación al amparo del Real Decreto 4/2010, de 8 de enero, por el que se regula el Esquema Nacional de 
Interoperabilidad en el ámbito de la Administración Electrónica :  

a. Requisitos de conexión a la Red de comunicaciones de las Administraciones Públicas españolas.  
b. Protocolos de intermediación de datos.  
Disposición adicional única  
Se faculta a la Alcaldía – Presidencia para:  
a. La aprobación y modificación de a relación de actividades incluidas en el ámbito de aplicación de la presen-

te Ordenanza de acuerdo con las previsiones reguladas en el artículo 2 de la misma.  
b. La aprobación y modificación de cuantos modelos normalizados solicitud, comunicación previa, declaración 

responsable, actas de inspección y la correspondiente definición del procedimiento así como de la documenta-
ción a aportar o a conservar en el establecimiento con indicación expresa del contenido de la misma , todo ello en 
aras al efectivo desarrollo de esta Ordenanza, así como con el fin de recoger las determinaciones de las nuevas 
disposiciones que vayan promulgándose con incidencia en la materia.  

c. Ampliar o reducir dichos Anexos, incorporando o eliminando los aspectos que estime necesarios para el 
mejor desarrollo de esta norma.  

d. Dictar cuantas disposiciones sean necesarias para el desarrollo de lo establecido en la presente ordenanza. 
 La aprobación de modificaciones se llevará a cabo siempre que las mismas sean preceptivas para adecuar el 

procedimiento y garantizar el cumplimiento de la normativa estatal y/o autonómica, estableciéndose como requisi-
to para su aprobación que las mismas supongan una reducción de cargas administrativa y/o favorezcan una ma-
yor simplificación y agilización del proceso. En este sentido se acompañará al expediente informe justificativo en 
el que se motive el cumplimiento de los requisitos establecidos para la realización de modificaciones.  

Ambos documentos y normas técnicas se publicarán en los correspondientes Diarios Oficiales y en la sede 
electrónica municipal.  

Disposiciones transitorias  
Primera. Procedimientos en tramitación  
En relación con las solicitudes de licencias o autorizaciones formuladas con anterioridad a la entrada en vigor 

de la Ley 12/2012, de 26 de diciembre, de medidas urgentes de liberalización del comercio y de determinados 
servicios, y que tengan por finalidad la obtención de las licencias o autorizaciones que fuesen precisas con arre-
glo a la normativa anterior, se tramitarán y resolverán por la normativa vigente en el momento de la presentación 
de la solicitud. No obstante, el interesado podrá, con anterioridad a la resolución, desistir de su solicitud y, de 
este modo, optar por la aplicación de la nueva normativa en lo que procediese y continuar la tramitación de los 
mismos por los procedimientos o regímenes regulados en la presente ordenanza siempre que de forma expresa 
desistan de la tramitación de su expediente anterior, lo comuniquen al Ayuntamiento de CASTELLOTE, y aporten 
la nueva documentación que se exija en cada uno de los procedimientos indicados en esta ordenanza.  

Segunda. Administración Electrónica  
Se establecerá la tramitación electrónica de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 11/2007, de 22 de junio, de 

acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios públicos, especialmente en lo dispuesto en el artículo 6 y en 
la disposición final tercera de esta ley por su carácter básico.  

Disposición derogatoria única. Derogación de normas.  
Quedan derogadas cuantas disposiciones municipales de igual o inferior rango se opongan a lo establecido en 

la presente Ordenanza.  
Disposición final única. Entrada en vigor.  
Esta Ordenanza entrará en vigor a los quince días hábiles siguientes a su completa publicación en el Boletín 

Oficial de la Provincia de TERUEL y en la sede electrónica municipal.  
Anexo I. Actividades y servicios sujetos a declaración responsable y/o comunicación previa.  
Se aplicará también a las estaciones o instalaciones radioeléctricas utilizadas para la prestación de servicios 

de comunicaciones electrónicas disponibles para el público, a excepción de aquéllas en las que concurran las 
circunstancias referidas en el artículo 2.2 de la Ley 12/2012, que ocupen una superficie superior a 300 metros 
cuadrados, computándose a tal efecto toda la superficie incluida dentro del vallado de la estación o instalación o, 
tratándose de instalaciones de nueva construcción, tengan impacto en espacios naturales protegidos. 

Actividades y Servicios incluidos en el ámbito de aplicación de esta Ordenanza Municipal  
Las siguientes actividades se han identificado con las claves y en los términos establecidos por el Real Decre-

to 1175/1990, de 28 de septiembre, por el que se aprueban las tarifas y la instrucción del Impuesto sobre Activi-
dades Económicas. Agrupación 45. Industria del calzado y vestido y otras confecciones textiles.  
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GRUPO 452. FABRICACIÓN DE CALZADO DE ARTESANÍA Y A MEDIDA (INCLUIDO EL CALZADO ORTO-
PÉDICO).  

Epígrafe 452.1. Calzado de artesanía y a medida.  
Epígrafe 452.2. Calzado ortopédico con excepción del considerado producto sanitario.  
GRUPO 454. CONFECCIÓN A MEDIDA DE PRENDAS DE VESTIR Y SUS COMPLEMENTOS.  
Epígrafe 454.1. Prendas de vestir hechas a medida.  
Epígrafe 454.2. Sombreros y accesorios para el vestido hechos a medida.  
Agrupación 64. Comercio al por menor de productos alimenticios, bebidas y tabaco realizado en estableci-

mientos permanentes.  
GRUPO 641. Comercio al por menor de frutas, verduras, hortalizas y tubérculos.  
GRUPO 642. Comercio al por menor de carnes y despojos; de productos y derivados cárnicos elaborados; de 

huevos, aves, conejos de granja, caza; y de productos derivados de los mismos.  
Epígrafe 642.1. Comercio al por menor de carnes y despojos; de productos y derivados cárnicos elaborados; 

de huevos, aves, conejos de granja, caza; y de productos derivados de los mismos.  
Epígrafe 642.2. Comercio al por menor, en dependencias de venta de carnicerías-charcuterías, de carnes 

frescas y congeladas, despojos y toda clase de productos y derivados cárnicos; de huevos, aves, conejos de 
granja, caza y de productos derivados de los mismos.  

Epígrafe 642.3. Comercio al por menor, en dependencias de venta de carnicerías-salchicherías, de carnes 
frescas y congeladas, despojos, productos procedentes de industrias cárnicas y productos cárnicos frescos, cru-
dos, adobados, tocino salado, embutidos de sangre (morcillas) y aquellos otros tradicionales de estas caracterís-
ticas para los que estén autorizados; así como de huevos, aves, conejos de granja, caza y de productos deriva-
dos de los mismos.  

Epígrafe 642.4. Comercio al por menor, en carnicerías, de carnes frescas y congeladas, despojos y productos 
y derivados cárnicos elaborados; así como de huevos, aves, conejos de granja, caza y de productos derivados de 
los mismos.  

Epígrafe 642.5. Comercio al por menor de huevos, aves, conejos de granja, caza; y de productos derivados de 
los mismos.  

Epígrafe 642.6. Comercio al por menor, en casquerías, de vísceras y despojos procedentes de animales de 
abasto, frescos y congelados.  

GRUPO 643. Comercio al por menor de pescados y otros productos de la pesca y de la acuicultura y de cara-
coles.  

Epígrafe 643.1. Comercio al por menor de pescados y otros productos de la pesca y de la acuicultura y de ca-
racoles.  

Epígrafe 643.2. Comercio al por menor de bacalao y otros pescados en salazón.  
GRUPO 644. Comercio al por menor de pan, pastelería, confitería y similares y de leche y productos lácteos.  
Epígrafe 644.1. Comercio al por menor de pan, pastelería, confitería y similares y de leche y productos lácteos  
Epígrafe 644.2. Despachos de pan, panes especiales y bollería.  
Epígrafe 644.3. Comercio al por menor de productos de pastelería, bollería y confitería.  
Epígrafe 644.4. Comercio al por menor de helados.  
Epígrafe 644.5. Comercio al por menor de bombones y caramelos.  
Epígrafe 644.6. Comercio al por menor de masas fritas, con o sin coberturas o rellenos, patatas fritas, produc-

tos de aperitivo, frutos secos, golosinas, preparados de chocolate y bebidas refrescantes.  
GRUPO 645. Comercio al por menor de vinos y bebidas de todas clases.  
GRUPO 647. Comercio al por menor de productos alimenticios y bebidas en general.  
Epígrafe 647.1. Comercio al por menor de cualquier clase de productos alimenticios y de bebidas en estable-

cimientos con vendedor.  
Epígrafe 647.2. Comercio al por menor de cualquier clase de productos alimenticios y de bebidas en régimen 

de autoservicio o mixto en establecimientos cuya sala de ventas tenga una superficie inferior a 120 metros cua-
drados.  

Epígrafe 647.3. Comercio al por menor de cualquier clase de productos alimenticios y bebidas en régimen de 
autoservicio o mixto en supermercados, denominados así cuando la superficie de su sala de ventas se halle 
comprendida entre 120 y 399 metros cuadrados.  

Agrupación 65. Comercio al por menor de productos industriales no alimenticios realizado en establecimientos 
permanentes.  

GRUPO 651. Comercio al por menor de productos textiles, confección, calzado, pieles y artículos de cuero.  
Epígrafe 651.1. Comercio al por menor de productos textiles, confecciones para el hogar, alfombras y simila-

res y artículos de tapicería.  
Epígrafe 651.2. Comercio al por menor de toda clase de prendas para el vestido y tocado.  
Epígrafe 651.3. Comercio al por menor de lencería y corsetería.  
Epígrafe 651.4. Comercio al por menor de artículos de mercería y paquetería.  
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Epígrafe 651.5. Comercio al por menor de prendas especiales.  
Epígrafe 651.6. Comercio al por menor de calzado, artículos de piel e imitación o productos sustitutivos, cintu-

rones, carteras, bolsos, maletas y artículos de viaje en general.  
Epígrafe 651.7. Comercio al por menor de confecciones de peletería.  
GRUPO 652. Comercio al por menor de artículos de droguería y limpieza; perfumería y cosméticos de todas 

clases; y de productos químicos en general; comercio al por menor de hierbas y plantas en herbolarios.  
Epígrafe 652.2. Comercio al por menor de productos de droguería, perfumería y cosmética, limpieza, pinturas, 

barnices, disolventes, papeles y otros productos para la decoración y de productos químicos.  
Epígrafe 652.3. Comercio al por menor de productos de perfumería y cosmética, y de artículos para la higiene 

y el aseo personal.  
Epígrafe 652.4. Comercio al por menor de plantas y hierbas en herbolarios.  
GRUPO 653. Comercio al por menor de artículos para el equipamiento del hogar y la construcción.  
Epígrafe 653.1. Comercio al por menor de muebles (excepto los de oficina).  
Epígrafe 653.2. Comercio al por menor de material y aparatos eléctricos, electrónicos electrodomésticos y 

otros aparatos de uso doméstico accionados por otro tipo de energía distinta de la eléctrica, así como de muebles 
de cocina.  

Epígrafe 653.3. Comercio al por menor de artículos de menaje, ferretería, adorno, regalo o reclamo (incluyen-
do bisutería y pequeños electrodomésticos).  

Epígrafe 654.4 Comercio al por menor de materiales de construcción y de artículos y mobiliario de saneamien-
to.  

Epígrafe 653.5. Comercio al por menor de puertas, ventanas y persianas, molduras y marcos, tarimas y par-
quet mosaico, cestería y artículos de corcho.  

Epígrafe 653.6. Comercio al por menor de artículos de bricolaje.  
Epígrafe 653.9. Comercio al por menor de otros artículos para el equipamiento del hogar n.c.o.p.  
GRUPO 654. Comercio al por menor de vehículos terrestres, aeronaves y embarcaciones y de maquinaria. 

Accesorios y piezas de recambio.  
Epígrafe 654.1. Comercio al por menor de vehículos terrestres.  
Epígrafe 654.2. Comercio al por menor de accesorios y piezas de recambio para vehículos terrestres.  
Epígrafe 654.3. Comercio al por menor de vehículos aéreos.  
Epígrafe 654.4. Comercio al por menor de vehículos fluviales y marítimos de vela o motor y deportivos.  
Epígrafe 654.5. Comercio al por menor de toda clase de maquinaria (excepto aparatos del hogar, de oficina, 

médicos, ortopédicos, ópticos y fotográficos).  
Epígrafe 654.6. Comercio al por menor de cubiertas, bandas o bandejas y cámaras de aire para toda clase de 

vehículos.  
GRUPO 656. Comercio al por menor de bienes usados tales como muebles, prendas y enseres ordinarios de 

uso doméstico.  
GRUPO 657. Comercio al por menor de instrumentos musicales en general, así como de sus accesorios.  
GRUPO 659. Otro comercio al por menor.  
Epígrafe 659.1. Comercio al por menor de sellos, monedas, medallas conmemorativas, billetes para coleccio-

nistas, obras de arte y antigüedades, minerales sueltos o en colecciones, fósiles, insectos, conchas, plantas y 
animales disecados.  

Epígrafe 659.2. Comercio al por menor de muebles de oficina y de máquinas y equipos de oficina.  
Epígrafe 659.3 Comercio al por menor de aparatos e instrumentos médicos, ortopédicos y ópticos, excepto en 

los que se requiera una adaptación individualizada al paciente y fotográficos.  
Epígrafe 659.4 Comercio al por menor de libros, periódicos, artículos de papelería y escritorio, y artículos de 

dibujo y bellas artes.  
Epígrafe 659.5. Comercio al por menor de artículos de joyería, relojería, platería y bisutería.  
Epígrafe 659.6. Comercio al por menor de juguetes, artículos de deporte, prendas deportivas de vestido, cal-

zado y tocado.  
Epígrafe 659.7. Comercio al por menor de semillas, abonos, flores y plantas y pequeños animales.  
Epígrafe 659.8. Comercio al por menor denominados «sex-shop».  
Epígrafe 659.9. Comercio al por menor de otros productos no especificados en esta Agrupación, excepto los 

que deben clasificarse en el epígrafe 653.9.  
Agrupación 69. Reparaciones.  
GRUPO 691. Reparación de artículos eléctricos para el hogar, vehículos automóviles y otros bienes de con-

sumo.  
Epígrafe 691.1. Reparación de artículos eléctricos para el hogar.  
Agrupación 75. Actividades anexas a los transportes.  
GRUPO 755. AGENCIAS DE VIAJE.  
Epígrafe 755.1. Servicios a otras agencias de viajes.  
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Epígrafe 755.2. Servicios prestados al público por las agencias de viajes.  
Agrupación 83. Auxiliares financieros y de Seguros. Actividades Inmobiliarias.  
GRUPO 833. PROMOCIÓN INMOBILIARIA.  
Epígrafe 833.1. Promoción de terrenos.  
Epígrafe 833.2. Promoción de edificaciones.  
GRUPO 834. SERVICIOS RELATIVOS A LA PROPIEDAD INMOBILIARIA Y A LA PROPIEDAD INDUS-

TRIAL.  
Agrupación 86. Alquiler de bienes inmuebles.  
GRUPO 861. ALQUILER DE BIENES INMUEBLES DE NATURALEZA URBANA.  
Epígrafe 861.1. Alquiler de viviendas.  
Epígrafe 861.2. Alquiler de locales industriales y otros alquileres N.C.O.P.  
GRUPO 862. ALQUILER DE BIENES INMUEBLES DE NATURALEZA RÚSTICA.  
Agrupación 97. Servicios personales.  
GRUPO 971. Lavanderías, tintorerías y servicios similares.  
Epígrafe 971.1. Tinte, limpieza en seco, lavado y planchado de ropas hechas y de prendas y artículos del 

hogar usados.  
Epígrafe 971.2. Limpieza y teñido de calzado.  
Epígrafe 971.3. Zurcido y reparación de ropas.  
GRUPO 972. Salones de peluquería e institutos de belleza.  
Epígrafe 972.1. Servicios de peluquería de señora y caballero.  
Epígrafe 972.2. Salones e institutos de belleza y gabinetes de estética.  
GRUPO 973. Servicios fotográficos, máquinas automáticas fotográficas y servicios de fotocopias.  
Epígrafe 973.1. Servicios fotográficos.  
Epígrafe 973.2. Máquinas automáticas, sin operador, para fotografías de personas y para copia de documen-

tos.  
Epígrafe 973.3. Servicios de copias de documentos con máquinas fotocopiadoras.  
GRUPO 975. Servicios de enmarcación. 
Ordenanza Fiscal nº 13: Reguladora de la tasa por ocupaciones del subsuelo, suelo y vuelo de la vía pública y 

terrenos de uso público. 
ARTICULO SIETE.- Cuantía 
1. La cuantía de la tasa regulada en esta Ordenanza será la fijada en las tarifas contenidas en el apartado si-

guiente. 
2. Las tarifas de la tasa serán las siguientes: 
Epígrafe 4º. - Ocupación de terrenos de uso público con mesas, sillas, tribunas, tablados y otros elementos 

análogos con finalidad lucrativa. 
Se aplicará una cuota anual de 4 € por cada m2 de superficie o fracción declarada por el interesado. 
A la cuota anterior se añadirá una cantidad fija por importe de 100 € siempre que en el mes de Agosto se am-

plíe la superficie ocupada, con independencia de los metros. 
SEGUNDO. Dar al expediente la tramitación y publicidad preceptiva, mediante exposición del mismo en el ta-

blón de anuncios de este Ayuntamiento y en el Boletín Oficial de la Provincia, por plazo de treinta días, dentro de 
los cuales los interesados podrán examinarlo y plantear las reclamaciones que estimen oportunas. 

TERCERO. Considerar, en el supuesto de que no se presentasen reclamaciones al expediente, en el plazo 
anteriormente indicado, que el Acuerdo es definitivo, en base al artículo 17.3 del Real Decreto Legislativo 2/2004, 
de 5 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales. 

CUARTO. Facultar al Sr. Alcalde-Presidente para suscribir los documentos relacionados con este asunto.” 
Contra el presente Acuerdo, conforme al artículo 19 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el 

que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, se podrá interponer por los 
interesados recurso contencioso-administrativo, en el plazo de dos meses contados a partir del día siguiente al 
de la publicación de este anuncio en el Boletín Oficial de la Provincia, ante el Juzgado de lo Contencioso Admi-
nistrativo de Teruel. 

En Castellote, a 3 de octubre de 2013.-El Alcalde,  Ramón Millán Piquer. 
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Núm. 55.372 
 

COMARCA DEL BAJO ARAGÓN 
 

 
ANUNCIO DE APROBACIÓN PROVISIONAL DEL PADRÓN DE TASAS CORRESPONDIENTE AL SERVI-

CIO AYUDA A DOMICILIO DEL MES DE AGOSTO 2013. 
La Presidencia de este Consejo Comarcal ha dictado con fecha veintitrés de septiembre, el Decreto nº 483/13, 

que es del siguiente tenor literal: 
“Visto el Padrón de Tasas correspondiente al Servicio de Atención a Domicilio del mes de agosto 2013 de 

acuerdo a lo establecido en la Ordenanza Fiscal nº 1 Reguladora de la Tasa por Prestación del Servicio de Ayuda 
a Domicilio de la Comarca del Bajo Aragón.  

En consecuencia, y en uso de las atribuciones que me confiere el artículo 30.1.i) de la Ley 7/1999, de 9 de 
abril, de Administración Local de Aragón, en relación con el art. 51.1 del Decreto Legislativo 1/2006, de 27 de 
diciembre, del Gobierno de Aragón por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Comarcalización de 
Aragón, HE RESUELTO: 

Primero.- Aprobar provisionalmente el Padrón de Tasas correspondiente al Servicio a Domicilio del mes de 
agosto de 2013 de acuerdo a lo establecido en la Ordenanza Fiscal nº 1 Reguladora de la Tasa por Prestación 
del Servicio de Ayuda a Domicilio de La Comarca del Bajo Aragón por un importe total de 5.472,49€. 

Segundo.- Establecer un plazo de quince días hábiles, contados desde el día siguiente a aquel que tenga lu-
gar la publicación del anuncio en el Boletín Oficial de la Provincia, para que puedan los interesados examinar el 
expediente y presentar las reclamaciones que estimen oportunas. 

Tercero.- De no presentar reclamación alguna en el período de exposición al público, la resolución adoptada 
se elevará a definitiva.” 

En Alcañiz, a 24 de septiembre de 2013.-La Presidenta, Ana Belén Andreu Pascual. 
 
 
 

Núm. 55.379 
 

COMARCA DEL BAJO ARAGÓN 
 
 
ANUNCIO DE  BASES  PARA LA CONVOCATORIA DE UNA PLAZA DE COORDINADOR DE SERVICIOS 

SOCIALES. 
En cumplimiento del acuerdo del Consejo Comarcal de fecha 26 de septiembre de 2013, se convocan pruebas 

selectivas para la contratación, en régimen laboral fijo, de una plaza de Coordinador de Servicios Sociales, con 
sujeción a las siguientes bases: 

PRIMERO. Normas Generales 
1. Es objeto de las presentes bases y su convocatoria  la provisión de una plaza de Coordinador de Servicios 

Sociales, turno libre, incluida en la Oferta Pública de Empleo correspondiente al ejercicio 2005, aprobada por la 
Junta de Gobierno en fecha 16 de mayo de 2005. 

2. La plaza referida está vinculada a los Servicios Sociales de la Comarca, y las principales funciones que tie-
nen encomendadas, sin que signifique un catálogo exhaustivo, son las siguientes: 

- Impulsar, desarrollar y controlar la aplicación de las políticas de actuación en materia de acción social, res-
ponsabilizándose de su ejecución, control y seguimiento. 

- Informar y justificar todos aquellos aspectos técnicos propios de la gestión del servicio. 
- Coordinar  el Centro Comarcal de Servicios Sociales. 
- Dirigir el equipo humano de los Servicios Sociales, responsabilizándose de la correcta aplicación de la políti-

ca de personal aprobada, así como del correcto cumplimiento de los procedimientos administrativos. 
- Elaborar propuestas de gasto, de acuerdo con el Presupuesto aprobado, responsabilizándose de su ejecu-

ción y seguimiento. 
- Coordinar el proceso de solicitud  y concesión de subvenciones. 
- Realizar aquellas funciones y tareas relacionadas con el desempeño del puesto que le sean encomendadas 

para contribuir al buen funcionamiento del Servicio al que pertenece y, en general, de la Comarca.   
En el momento en que la Comarca del Bajo Aragón cuente con una Relación de Puestos de Trabajo aproba-

da, las funciones de la plaza serán las que figuren en la misma. 
3. Las funciones propias de la plaza se desarrollarán en los municipios integrantes de esta Comarca, de forma 

itinerante y en función de las necesidades del servicio. 
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Dado el carácter itinerante de la plaza, los desplazamientos se realizarán por sus propios medios, abonándo-
se los gastos de los desplazamientos efectuados en el desarrollo de sus funciones.  

4. El sistema de selección de los aspirantes es el de concurso-oposición  
Fase 1.Oposición. La fase de oposición constará de dos ejercicios, ambos  de carácter eliminatorio y de reali-

zación obligatoria. 
Fase 2. Concurso. A esta fase sólo podrán acceder los aspirantes que hayan superado la fase de oposición, y 

en ella se valorarán titulaciones distintas de la presentada para el acceso al proceso selectivo, cursos relaciona-
dos con las tareas a desempeñar y los servicios efectivos prestados en puestos de trabajo similares. 

4. El primer ejercicio de la oposición no comenzará antes de tres meses,  desde la publicación del extracto de 
la convocatoria en el “Boletín Oficial del Estado”.  El lugar, día y hora de inicio del primer ejercicio se publicará en 
el Boletín Oficial de la Provincia de Teruel. Desde la total conclusión de un ejercicio o prueba hasta el  comienzo 
de la siguiente deberá transcurrir un plazo mínimo de setenta y dos horas y máximo de cuarenta y cinco días 
naturales. 

5. El programa que ha de regir las pruebas selectivas es el establecido en los anexos  de las presentes bases. 
6. Al presente concurso-oposición le será de aplicación para lo no previsto expresamente en las presentes ba-

ses, lo establecido en la  Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público. Asimismo, y en 
los aspectos no expresamente derogados o en normas de igual o inferior rango que no contradigan o se opongan 
a lo dispuesto en el Estatuto, por: Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma de  la Función Pú-
blica; Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las bases del Régimen Local; Real Decreto Legislativo 781/1986, 
de 18 de abril, Texto Refundido de las disposiciones vigentes en materia de Régimen Local; Decreto 364/1995, 
de 10 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento General de Ingreso del Personal al servicio de la Adminis-
tración del Estado; Real Decreto 896/1991, de 7 de junio, por el que se aprueban la reglas básicas y programas 
mínimos del procedimiento de selección de funcionarios de Administración Local.   

7. Se podrá obtener información en relación a las presentes bases, y cuantos actos administrativos se deriven 
de ella y de las actuaciones del tribunal: 

- En la sede de la Comarca, C/ Mayor, 22, de Alcañiz; en  el número de teléfono  de información comarcal, 
978834386; en el portal comarcal www.bajoaragon.es.  En ningún caso la información que se suministre median-
te los citados medios sustituirán las comunicaciones y publicaciones que a través de boletines oficiales y tablón 
de anuncios comarcal se determinan, de conformidad con la legislación vigente, en las presentes bases.  

SEGUNDO. Requisitos de  los Aspirantes 
1. Para ser admitido a la realización de estas pruebas selectivas los aspirantes deberán reunir los siguientes 

requisitos: 
a) Ser español o nacional de un Estado miembro de la Unión Europea. También podrán participar el cónyuge 

de los españoles y de los nacionales de otros Estados miembros de la Unión Europea, siempre que no estén 
separados de derecho y sus descendientes y los de su cónyuge siempre que no estén separados de derecho, 
sean menores de veintiún años o mayores de dicha edad dependientes. Igualmente se extenderá a las personas 
incluidas en el ámbito de aplicación de los Tratados Internacionales celebrados por la Unisón Europea y ratifica-
dos por España en los que sea de aplicación la libre circulación de trabajadores. Asimismo podrán presentarse 
otros extranjeros, siempre que tengan residencia legal en España 

b) Tener cumplidos los 16 años de edad y no haber alcanzado la edad máxima de jubilación forzosa.  
c) Estar en posesión de uno de los siguientes Títulos o equivalentes, o estar en condiciones de obtenerlo a la 

fecha de terminación del plazo de presentación de instancias.  
_ Título Universitario de Grado o Diplomado  en Trabajo Social 
_ Título Universitario de Grado o Diplomado  en Educación Social 
_ Título Universitario de Grado o  Licenciado en Psicología 
En el caso de titulaciones obtenidas en el extranjero, deberá estarse en posesión de la credencial que acredite 

su homologación y se adjuntará al título su traducción jurada.   
d) Poseer la capacidad funcional para el desempeño de las correspondientes funciones.  
e) No haber sido separado mediante expediente disciplinario del servicio de cualquiera de las administracio-

nes públicas, ni hallarse inhabilitado para el desempeño de funciones públicas por resolución judicial. En el caso 
de ser nacional de otro Estado, no hallarse inhabilitado o en situación equivalente ni haber sido sometido a san-
ción disciplinaria o equivalente que impida, en su Estado, en los mimos términos el acceso al empleo público.  

2. Todos los requisitos enumerados en esta base deberán poseerse en el día de la finalización del plazo de 
presentación de solicitudes y mantenerse en el momento de la contratación. 

TERCERO. Forma y Plazo de Presentación de Instancias 
Las solicitudes requiriendo tomar parte en las correspondientes pruebas de acceso, en las que los aspirantes 

harán constar que reúnen las condiciones exigidas en las presentes bases  para la plaza a  que se opte, se cum-
plimentarán en el modelo que aparece como Anexo I a esta convocatoria y se dirigirán al Sr. Presidente de la 
Comarca del Bajo Aragón. 
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Las solicitudes se presentarán en el Registro de entrada de esta Comarca o bien mediante el procedimiento 
que regula el artículo 38.4 de la Ley 30/1992, en el plazo de veinte días naturales contados a partir del día si-
guiente al de la publicación del anuncio de la convocatoria en el Boletín Oficial del Estado. 

Asimismo, las bases de la convocatoria se publicarán en el Boletín Oficial de la Provincia de Teruel y en el ta-
blón de edictos de esta Comarca. 

La solicitud deberá ir acompañada por: 
- Fotocopia compulsada del DNI o documento equivalente para los extranjeros. 
- Fotocopia compulsada del título exigido 
Los documentos acreditativos de  los méritos alegados que deban ser valorados, que se presentarán aparte 

en sobre cerrado. 
Todos los documentos deberán estar redactados en castellano o ir acompañados de traducción oficial. 
Los aspirantes quedan vinculados a los datos que hayan hecho constar en su solicitud, pudiendo únicamente 

demandar su modificación mediante escrito motivado dentro del plazo establecido para la presentación de solici-
tudes. 

CUARTO. Admisión  y exclusión de  de Aspirantes 
1.- Expirado el plazo de presentación de instancias, la Presidencia dictará resolución, en el plazo de un mes, 

declarando aprobada la lista provisional de aspirantes admitidos y excluidos. Dicha resolución se publicará en el 
Boletín Oficial de la Provincia de Teruel y en ella se indicará el lugar en que se encuentra expuesta al público la 
lista completa de aspirantes admitidos y excluidos. 

Dentro de los diez días hábiles siguientes a dicha publicación se podrán efectuar reclamaciones contra la lista 
de aspirantes admitidos y excluidos, así como solicitar la subsanación de errores materiales, y, si transcurriesen 
éstos sin que se formule reclamación alguna, la lista se elevará a definitiva sin necesidad de nueva publicación. 

Los aspirantes que dentro del plazo señalado no subsanen la causa de exclusión o no aleguen la omisión jus-
tificando su derecho a ser incluidos en la relación de admitidos, serán excluidos de la realización de las pruebas. 

2.- El orden de actuación de los mismos,  será a partir de la letra que se haya determinado en sorteo público 
para la Administración General del Estado. 

QUINTO. Tribunal Calificador 
1. El Tribunal, que será nombrado por la Presidencia de la Comarca, estará constituido por un Presidente y 

cuatro vocales, uno de los cuales actuará como Secretario. 
2. Junto a los miembros del Tribunal deberá designarse a los respectivos suplentes. 
3. La composición del tribunal deberá ajustarse a los principios de imparcialidad y profesionalidad de sus 

miembros, y se tenderá, asimismo, a la paridad entre hombre y mujer. 
4. La pertenencia al Tribunal será siempre a título individual, no pudiendo ostentarse ésta en representación o 

por cuenta de nadie.  
5. Todos los miembros del Tribunal deberán  poseer una titulación igual o superior a la requerida para los 

puestos de trabajo y pertenecer a un Grupo o categoría profesional igual o superior al de las plazas convocadas.  
6. Podrá disponerse la incorporación de asesores especialistas, para todas o algunas de las pruebas. Dichos 

asesores colaborarán con el órgano de selección exclusivamente en el ejercicio de sus especialidades técnicas y 
tendrán voz, pero no voto.  

7. Todos los miembros del tribunal tendrán voz y voto 
8. Con el fin de dotar al procedimiento de una mayor celeridad y eficacia, la designación de los miembros titu-

lares del tribunal y de sus respectivos suplentes se llevará a cabo con posterioridad, publicándose sus nombres 
en el Boletín Oficial de la Provincia de Teruel, pudiendo ser recusados por los aspirantes en el plazo de los diez 
días siguientes a la publicación. Asimismo, los miembros del tribunal deberán de abstenerse de formar parte del 
mismo cuando concurran las circunstancias previstas en el artículo 28 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, comunicándolo a 
la Presidencia. 

9. Los miembros suplentes nombrados para componer el tribunal podrán actuar indistintamente en relación al 
respectivo titular, excepto una vez iniciadas las pruebas. En el caso del suplente del vocal que haya sido desig-
nado como secretario del tribunal  podrá actuar alternativamente con el titular, excepto una vez iniciada una se-
sión. 

10. Las presentes bases se interpretarán en el sentido finalista que mejor garantice la preservación de los 
principios de mérito y capacidad. 

11. A efectos de comunicación y demás incidencias, el tribunal tendrá su sede en la sede de la  Comarca del 
Bajo Aragón. 

12. El procedimiento de actuación del tribunal se ajustará a lo dispuesto en los artículos 22 y siguientes de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común. 

13. Contra los actos y decisiones del Tribunal que imposibiliten la continuación del procedimiento para el inte-
resado o produzcan indefensión, se podrá interponer recurso de alzada ante la Presidencia de la Comarca, de 
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conformidad con  lo establecido en el artículo 114.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,  de Régimen Jurídico 
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 

14. El tribunal que actúe en estas pruebas tendrá la categoría segunda, de conformidad con lo establecido en 
el Real Decreto 462/2002, de 24 de mayo, sobre indemnizaciones por razón del servicio. 

SEXTO. Estructura de las pruebas selectivas 
La fase de oposición será previa a la del concurso. Consistirá en la realización de dos pruebas de aptitud, eli-

minatorias y obligatorias para los aspirantes.  
Los aspirantes serán convocados en llamamiento único, siendo excluidos de la oposición quienes no compa-

rezcan, salvo causa de fuerza mayor debidamente acreditada y libremente apreciada por el Tribunal.  
En cualquier momento el Tribunal podrá requerir a los opositores para que acrediten su personalidad.  
Los candidatos deberán acudir provistos del DNI o, en su defecto, pasaporte o carné de conducir.  
Finalizada la fase de oposición, que podrá ser superada por un número de aspirantes superior al de plazas 

convocadas, el Tribunal procederá a valorar los méritos y servicios de los aspirantes que hayan sido considera-
dos como aptos en la citada fase de oposición. 

FASE DE OPOSICIÓN: 
Los ejercicios de la oposición serán los siguientes: 
PRIMER EJERCICIO: Consistirá en contestar por escrito seis preguntas cortas relativas a los temas del Pro-

grama que figura en el Anexo II a estas Bases, en un tiempo máximo de dos horas. Las preguntas propuestas 
serán determinadas por el tribunal inmediatamente  antes de dar comienzo al ejercicio. 

 Este ejercicio deberá ser leído obligatoriamente en sesión pública ante el Tribunal por el aspirante, valorán-
dose los conocimientos sobre los temas expuestos, así como la claridad de exposición. 

SEGUNDO EJERCICIO: Consistirá en desarrollar por escrito, en un período máximo de tres horas, dos su-
puestos prácticos que planteará el tribunal inmediatamente antes de dar comienzo al ejercicio, relativos a las 
funciones propias a realizar. 

En este ejercicio se valorará la idoneidad de la solución planteada, así como el rigor analítico, la sistemática y 
la claridad de ideas. 

Los aspirantes podrán utilizar todo tipo de bibliografía en soporte papel, salvo la que contenga soluciones de 
casos prácticos. 

SEPTIMO. Forma de calificación de los ejercicios 
Los ejercicios de la oposición serán eliminatorios y evaluados separada e independientemente por el tribunal, 

calificando cada uno de los ejercicios como sigue: 
Primer ejercicio: Se calificará de 0 a 15 puntos, siendo necesarios para superar el ejercicio y pasar al siguiente 

obtener un mínimo de 7,5 puntos 
Segundo ejercicio: Se calificará de 0 a 15 puntos, siendo necesarios para superar el ejercicio y pasar a la si-

guiente fase obtener un mínimo de 7,5 puntos. 
OCTAVO. Valoración de la fase de concurso  
En esta fase, a la que sólo podrán acceder los aspirantes que hayan superado la fase de oposición, se valora-

rán: otras titulaciones, los servicios efectivos prestados en puestos de trabajo similares y los cursos relacionados 
con las tareas a desempeñar, según el siguiente baremo: 

A) TITULACIONES, con un máximo de 3 puntos 
- Doctorado………………………………………..…………………            3 puntos 
- Licenciatura…………………………...…………………………              2 puntos 
- Grados o diplomaturas……………………………………..                     1 punto 
Se acreditarán mediante fotocopia compulsada de los correspondientes títulos. 
C) FORMACIÓN. Haber participado como alumno en cursos, congresos, jornadas y seminarios, directamente 

relacionados con la categoría profesional y el puesto de trabajo a desempeñar, impartidos por organismos públi-
cos u homologados, hasta un máximo de 3 puntos, de acuerdo con el siguiente baremo: 

* De 500 horas o más       0’50 puntos 
* De 200 a 499 horas     0’30 puntos 
* De 100 a 199 horas      0,15 puntos 
* De 20 a 99 horas      0,05 puntos 
Se acreditarán mediante fotocopia compulsada de los correspondientes títulos o diplomas. 
D) EXPERIENCIA PROFESIONAL: Hasta un máximo de 4 puntos 
1.-  Por servicios prestados en cualquier entidad de la Administración Pública, en funciones propias de la ca-

tegoría profesional y puesto de la plaza convocada: a razón de 0’075 puntos por  mes. 
2.-   Por servicios prestados en cualquier entidad de la Administración Pública como Trabajador Social , Edu-

cador Social o Psicólogo a razón de 0,050 puntos por mes. 
3.-   Por servicios prestados en cualquier entidad privada en funciones propias de la categoría profesional y 

puesto de la plaza convocada: a razón de 0,050 puntos por mes 
La justificación de estos méritos deberá acreditarse por los siguientes medios: 
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Mediante certificación expedida por el órgano competente en el caso de servicios prestados en Administracio-
nes Públicas 

Mediante fotocopia compulsada del contrato y certificado de vida laboral expedido por la Seguridad Social 
cuando se trate de servicios prestados en una entidad privada. 

En todo caso, deberá quedar suficientemente acreditado la duración de los servicios prestados, la jornada la-
boral y las funciones realizadas por el solicitante.  

NOVENO. Desarrollo de los ejercicios, Relación de Aprobados, Presentación de Documentos y Formaliza-
ción del Contrato 

1. Comenzada la práctica de los ejercicios, el tribunal podrá requerir a los opositores para que acrediten su 
identidad. Si en algún momento llega a conocimiento del tribunal que alguno de los aspirantes carece de los re-
quisitos exigidos en la convocatoria se le excluirá de la misma, previa audiencia del interesado, pasándose, en su 
caso, el tanto de culpa a la jurisdicción competente si se apreciase inexactitud en la solicitud que formuló. 

2. Los candidatos serán convocados para cada ejercicio en llamamiento único, y serán excluidos de las prue-
bas selectivas quienes no comparezcan, salvo los casos de fuerza mayor, debidamente justificados y libremente 
apreciados por el tribunal. 

Una vez comenzadas las pruebas no será obligatoria la publicación de sucesivos anuncios de las restantes 
pruebas en el Boletín Oficial de la Provincia. Estos anuncios deberán hacerse públicos con la antelación prevista 
en la legislación vigente y serán expuestos en el tablón de anuncios de la Corporación.   

3. Calificación de las pruebas. 
Una vez finalizado el último ejercicio de la oposición, el tribunal procederá a sumar la puntuación obtenida por 

los aspirantes en cada ejercicio, y a valorar los méritos de aquellos aspirantes que hayan superado la fase de 
oposición , que se calificarán de acuerdo con las puntuaciones que se determinan en la base octava. 

La puntuación final será la suma de las obtenidas en las dos fases de que consta el proceso selectivo.  
4. En supuesto de empate en las calificaciones obtenidas por los aspirantes, éste se dirimirá de la siguiente 

forma: En primer lugar, la mayor puntuación obtenida en el segundo ejercicio; en segundo lugar, la mayor califi-
cación obtenida en el primer ejercicio, y en tercer lugar, la mayor calificación obtenida en la fase de concurso. Si 
persiste el empate entre    aspirantes, se podrá por el tribunal establecer una prueba adicional de contenido prác-
tico. 

5. Seguidamente el tribunal ordenará  exponer la relación de aprobados de mayor a menor puntuación al-
canzada, haciéndola pública en el tablón de anuncios de la  Comarca. 

6. El tribunal no podrá declarar que han superado el proceso selectivo un número superior de aspirantes al 
de plazas convocadas. Las propuestas que infrinjan esta norma serán nulas de pleno derecho. 

7. Los aspirantes propuestos aportarán, formalizarán y se someterán ante la Corporación, en el plazo de vein-
te días naturales, desde que se hagan públicas las relaciones de aprobados, a lo siguiente: 

a) Aportarán declaración jurada o promesa de no haber sido separado mediante expediente disciplinario del 
servicio de ninguna Administración Pública, ni hallarse inhabilitado para el ejercicio de funciones públicas. Los 
aspirantes cuya nacionalidad no sea la española deberán presentar, además, declaración jurada o promesa de 
no estar sometidos a sanción disciplinaria o condena penal que impida en su Estado el acceso a la función publi-
ca. 

b) Deberán someterse previa citación,  a reconocimiento médico que se efectuará  por el Servicio de  Pre-
vención y Salud. 

8. Quienes dentro del plazo indicado, salvo casos de fuerza mayor, no presentaran la documentación o el re-
sultado del reconocimiento médico fuera “no apto”, no podrán ser contratados quedando anuladas todas sus ac-
tuaciones, sin perjuicio de la responsabilidad en que pudieran haber incurrido por falsedad en su instancia. 

DECIMO. Modalidad del Contrato 
La modalidad del contrato es la de indefinido, regulada por el artículo 15 del Real Decreto Legislativo 1/1995, 

de 24 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores. El carácter 
del contrato es fijo, y en régimen de dedicación a tiempo completo. 

UNDECIMO. BOLSA DE TRABAJO 
Se formará una lista de espera (bolsa de trabajo) en función del total de puntuaciones de los aspirantes que 

no resulten seleccionados y que hayan superado al menos la fase de  oposición con el fin de cubrir con carácter 
temporal puestos de trabajo de Coordinador de Servicios Sociales que pudieran quedar vacantes hasta su cober-
tura reglamentaria, así como por ausencia de sus titulares durante el tiempo que duren estas. Esta lista de espe-
ra tendrá una vigencia máxima de dos años, siempre que no se efectúe nueva convocatoria. 

DUODECIMO.-  Impugnación 
Las presentes bases y su convocatoria podrán ser impugnadas de conformidad con lo establecido en la Ley 

30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de la Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común. 

Asimismo, la Jurisdicción competente para resolver las controversias en relación con los efectos y resolución 
del contrato laboral será la Jurisdicción Social.  
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Contra la convocatoria y sus bases, que agotan la vía administrativa, se podrá interponer por los interesados 
recurso de reposición en el plazo de un mes ante el Consejo Comarcal, previo al contencioso-administrativo en el 
plazo de dos meses ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo de Teruel, a partir del día siguiente al de 
publicación de su anuncio en el Boletín Oficial de la Provincia (artículo 46 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, 
Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa). 

Alcañiz, a  27 de  septiembre de 2013.-La Presidenta, Fdo. Ana Belén Andreu Pascual 
 
 
 

ANEXO I 
MODELO DE INSTANCIA 

 
 
D./Dª__________________________________________________________________________, mayor de 

edad, con documento de identidad . nº___________  
y domicilio en ___________________________ Provincia de__________________,  
Calle_______________nº___C.P._______. Teléfono _____________ e mail_____________ 
 
MANIFIESTA: Que habiendo sido convocado por la Comarca del Bajo Aragón  concurso-oposición para la 

provisión de una  plaza de Coordinador de Servicios Sociales , como personal laboral fijo, por el sistema de ac-
ceso libre, mediante anuncio publicado en el Boletín Oficial del Estado nº_______, de fecha _____de 
___________ de 2013. 

  
DECLARA: Que, reúne todas y cada una de las condiciones que se exigen en la Base Segunda de la convo-

catoria, aportando junto con la instancia la siguiente documentación: 
- Fotocopia compulsada del D.N.I. o Pasaporte. 
- Fotocopia compulsada de la titulación exigida 
- Documentos acreditativos de  los méritos  alegados que deban ser valorados, que se presenta en sobre ce-

rrado 
 
SOLICITA: Que se tenga por presentada esta instancia dentro del plazo concedido al efecto y, en consecuen-

cia, sea admitido para tomar parte en dicha convocatoria.  
          
 
     En _______________a ________de_____________de 2013. 
 
                             (firma) 
 
 
 
 
 
 
SR/A. PRESIDENTE/A DE LA COMARCA DEL BAJO ARAGON 
C/ Mayor, 22.-  44600 ALCAÑIZ (Teruel) 
 
 
 
 

ANEXO II 
PROGRAMA DE MATERIAS PARA ACCESO A UNA PLAZA DE COORDINADOR DE SERVICIOS SOCIA-

LES 
Temas generales  
1.- La Constitución Española de 27 de diciembre de 1978. Principios que la informan. Derechos fundamenta-

les y libertades públicas. Deberes de los ciudadanos. Garantía y suspensión de los derechos y libertades. Los 
derechos sociales en la Constitución 

2.- La Organización territorial del Estado en la Constitución. Administración Central y Periférica. Comunidades 
Autónomas. Administración local. Coordinación y relación competencial en materia de acción social entre entes 
territoriales. 
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3.- El Estatuto de Autonomía de Aragón. Principios Informadores. La Comunidad Autónoma de Aragón. Orga-
nización Institucional. Las Cortes y el Justicia de Aragón. Las competencias de la Comunidad de Aragón con 
especial referencia a las relativas a acción social.  

4. Regulación básica del Estado y normativa de las Comunidades Autónomas en materia de régimen local. La 
incidencia de la legislación sectorial sobre el régimen local. La potestad reglamentaria de las entidades locales. 
Reglamentos y ordenanzas. Procedimiento de elaboración. Reglamento orgánico.  

5. El presupuesto general de las entidades locales. Estructura presupuestaria. Elaboración y aprobación. Eje-
cución del Presupuesto. El control presupuestario.  

6.- La contratación en la Administración Local: clases de contratos. Formas y procedimientos de contratación.  
7.- La Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Proce-

dimiento Administrativo común. El procedimiento administrativo: Naturaleza y fines. Fases, cómputo de plazos, la 
audiencia al interesado.  

8. Las Comarcas en la Comunidad Autónoma de Aragón: órganos y funciones. Texto Refundido de la Ley de 
Comarcalización de Aragón 

9. Ley 10/2002, de 3 de mayo, de la Creación de la Comarca de Bajo Aragón.. Decreto 4/2005, de 11 de ene-
ro, por el que se modifican los Decretos del Gobierno de Aragón de transferencia de funciones y traspaso de 
servicios de la Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón a las Comarcas.  

10.-El Estatuto de los Trabajadores: concepto y principios informadores. Personal laboral al servicio de las 
Administraciones Públicas. . La Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público. Deberes 
del empleado público y código de conducta. Representación, participación y negociación colectiva.  

11. Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de protección de datos de carácter personal. Disposiciones 
generales. Derechos de las personas. Ficheros de titularidad pública.  

12.- La Ley de Prevención de Riesgos Laborales: objeto, ámbito de aplicación, definiciones, derechos y obli-
gaciones, Servicios de Prevención, consulta y participación.  

Temas específicos  
13). Política social y protección social en España. El Estado del bienestar. Concepto, evolución histórica y 

planteamiento actual 
14) Plan Concertado para las Prestaciones Básicas de los Servicios Sociales. Situación actual. 
15).- Ley 5/2009, de 30 de junio, de  Servicios Sociales de Aragón.  Objeto de la Ley.  Objetivos de las políti-

cas de servicios sociales. ) Principios rectores del sistema de servicios sociales. 
16) - Titulares de los derechos a los servicios sociales. Derechos de las personas en cuanto destinatarias de 

los servicios sociales, en la Ley aragonesa de Servicios Sociales. Derechos de las personas usuarias de servi-
cios sociales Deberes en relación con los servicios sociales. Carta de derechos y deberes. 

17) El Sistema de Servicios Sociales. El Sistema público de servicios sociales. Estructura funcional.  Los ser-
vicios sociales generales. Los servicios sociales especializados.  Estructura territorial . Áreas básicas de servicios 
sociales generales 

18) Catálogo de Servicios Sociales.   Tipos de prestaciones y sus elementos definidores. Prestaciones de ser-
vicio.  Prestaciones económicas.  Prestaciones tecnológicas. 

19) Prestaciones de Servicio de los Servicios Sociales Generales. Prestaciones esenciales y complementarias  
20) El Servicio de Información, valoración, diagnóstico y orientación social.  El Servicio de Intervención Fami-

liar 
21) El Servicio de Ayuda a Domicilio. Orden de 29 de abril de 2003, de desarrollo del servicio de ayuda a do-

micilio y del servicio de teleasistencia 
22) Planificación de los servicios sociales  Planificación general.  Plan Estratégico de Servicios Sociales. Mapa 

de Servicios Sociales. 
23) Régimen competencial  del Sistema Aragonés de Servicios Sociales  Responsabilidad pública. Competencias del 

Gobierno de Aragón.. Competencias del Departamento responsable de la materia de servicios sociales. 
24) Competencias de las comarcas.  Competencias de los municipios.  Competencias de las diputaciones 

provinciales. 
25) El equipo interdisciplinar en los centros de servicios sociales 
26)- Las Organizaciones: Concepto. Elementos de la organización. Objetivos organizativos. Las Organizacio-

nes y sus niveles. Estructuras organizativas.  
27)- La dirección de los servicios sociales. funciones y responsabilidades del director. Los componentes prin-

cipales de las funciones de dirección. Capacidades directivas. Toma de decisiones.  
28) Autoridad y poder en las organizaciones., Coordinación y Control.  
29) El comportamiento Humano en las organizaciones. Instrumentos para describir las organizaciones. Carac-

terísticas específicas en las organizaciones de servicios sociales 
30). La comunicación organizacional. Procesos de comunicación. Comunicación formal e informal. Comunica-

ción vertical y horizontal. Comunicación verbal y no verbal.  
31).- El conflicto en las organizaciones. Definiciones de conflicto. Tipos de conflicto. Aspectos funcionales y 

disfuncionales del conflicto. Gestión y resolución del conflicto. 
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32)- La Planificación : Concepto. Funciones de la planificación. La planificación estratégica. La planificación 
táctica y operativa. Dimensión económica de la planificación. Planificación y coordinación. 

33).- Equipos de trabajo, con especial referencia al multidisciplinar. Los equipos de trabajo en los Centros 
Comarcales de Servicios Sociales: perfiles profesionales y funciones. Reuniones de trabajo. Tipos. Preparación y 
dirección de reuniones. 

34).- La Formación. El plan de formación. Proceso. Formación a corto, medio y largo plazo. Objetivos y meto-
dología. 

35)- Centros de Servicios sociales: Aproximación conceptual . Estructura técnica, funcionamiento, organiza-
ción. Objetivos generales y específicos. Actuaciones de los Centros de Servicios Sociales. El centro de Servicios 
Sociales en la administración local. 

36)- Centros de Servicios sociales: Organización técnica del centro Tipología. Diseño físico. Equipamiento. Di-
seño y mobiliario. Gestión interna del centro. Reglamentos de régimen interior. Procedimientos y protocolos. Ins-
trumentos de control. 

37).- La calidad del servicio orientada a la ciudadanía. Calidad y Servicios Sociales. Gestión por procesos. 
Control y  Evaluación de la calidad del servicio público . Procesos y metodología de mejora. 

38) Calidad de los servicios sociales . Aspectos generales de la Calidad en Servicios Sociales . Elementos de 
una estrategia de calidad en Servicios Sociales  

39). -La prevención en intervención social. Marco teórico. Ámbitos de prevención. Prevención primaria, secun-
daria y terciaria. Características de los programas de prevención. Limitaciones  

40).- La planificación en Servicios Sociales. Concepto de planificación. Dimensiones, funciones, tipos. Niveles 
operacionales de planificación: planes, programas, proyectos. Los Objetivos.  

41).- La evaluación en los servicios sociales: Objetivos. Tipos. Fases. Técnicas e instrumentos de evaluación.  
Indicadores . 

42).- Evaluación de políticas públicas y de programas sociales. Modelos y diseños de evaluación. 
43).- Necesidades humanas y sociales. Conceptos. Teorías de las necesidades humanas y sociales.  
44).- Los grupos . Concepto de grupo. Estructura y tipos de grupo. Dinámica de los grupos pequeños. Técni-

cas y dinámicas participativas en la intervención grupal. Campos de aplicación en la acción social y los servicios 
sociales.  

45). El Decreto  190/ 2008, de 7 de octubre, por el que se aprueba el reglamento de medidas de protección de 
menores en situación de riesgo o desamparo. Papel de los servicios sociales comarcales. 

46).- Maltrato infantil y Menor en riesgo. Conceptos. Tipos. Factores de riesgo. Indicadores. Prevención, de-
tección e intervención desde los servicios sociales comunitarios. Los servicios sociales especializados. 

47).- La Familia. Funciones de la familia contemporánea. Estructura y cambio en la familia actual. Familia co-
mo agente  de socialización. Problemática de la familia actual.  

48).- Familias multiproblemáticas. Intervención desde  los servicios sociales.  
49). La violencia de género. Recursos, procedimientos y dispositivos para la protección de la mujer. Papel de 

los servicios sociales comunitarios en atención a las mujeres víctimas de violencia de género. El Plan de Acción 
positiva para la mujer en Aragón. 

50). La pobreza y la exclusión social. Conceptos. Pobreza, desigualdad y exclusión. Los procesos de empo-
brecimiento y de exclusión social. Tendencias. Estrategias de lucha contra la pobreza y la exclusión.  

51).- El fenómeno de la inmigración en España. La Ley de Extranjería. Programas de actuación en materia de 
minorías étnicas y extranjería.  Medidas de integración social. 

52). Los servicios sociales para personas con discapacidad. La intervención desde los servicios sociales co-
munitarios. Recursos y medidas de integración. 

53). Malos tratos a mayores. Definición y marco conceptual. La prevención, detección e intervención desde el 
ámbito comunitario. 

54). El Alcoholismo. conceptos fundamentales. Implicaciones socioculturales. Factores que intervienen en la 
génesis del alcoholismo en la sociedad actual. La Detección. Medidas de prevención .  

55). Los cuidados formales e informales en personas dependientes. Problemática del cuidador de personas 
ancianas y dependientes. Especial referencia a los cuidadores informales. Grupos y programas de apoyo. Carac-
terísticas de los grupos de autoayuda. Papel de las asociaciones de cuidadores y familiares.  

56). Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en 
situación de Dependencia. Desarrollo legislativo en Aragón. Papel de los servicios sociales generales. 

57).- La enfermedad mental. Atención y apoyo a la familia. Intervención desde los servicios sociales genera-
les.  

58). Las prestaciones económicas en la acción social. Concepto., clases y régimen jurídico.  
59). Las rentas mínimas de inserción. Modelos. Implantación en España. Ingreso Aragonés de Inserción.  
60). La iniciativa social. Concepto y régimen jurídico. Registro de entidades y centros. Declaraciones de inte-

rés social.  
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Núm. 55.451 
 

PERACENSE 
 
 
Se procede a ampliar el plazo de presentación de ofertas de la convocatoria de concurso para el arrendamien-

to de Bar-Cafetería en este municipio, publicado en el B.O.P. nº 171 de fecha 9-9-2013, en 15 días a partir del día 
siguiente de la publicación del presente edicto en el B.O.P., haciendo constar que los Pliegos de condiciones 
sobre los que se ha efectuado alguna modificación, se pueden obtener por los medios indicados en el edicto an-
teriormente mencionado. 

Peracense, 30-9-2013.-El Alcalde, Manuel Bugeda Doñate. 
 
 
 

EXPOSICIÓN DE DOCUMENTOS 
 

De conformidad con lo dispuesto en los arts. 169 y 212 del Texto Refundido de la Ley reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por 
Real Decreto Legislativo 2/2004, se hallan expuestos inicialmente al público, por plazo de quince días hábiles en el caso de los presu-
puestos y modificaciones de créditos y quince días y ocho más para presentar reclamaciones, en el caso de las Cuentas Generales, los 
siguientes expedientes, para que los interesados puedan examinarlos y presentar las reclamaciones u observaciones que estimen opor-
tunas:  
 
Cuenta General 
55.452.-Gúdar, año 2012. 
55.450.-Escucha, año 2012. 
55.401.-Villahermosa del Campo, año 2012. 
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